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1. INTRODUCCION

El entorno económico colombiano ha
estado dominado desde 1990 por los
programas de reforma estructural que
lanzó tímidamente la Administración
Barco y adoptó con ímpetu y velocida­
des poco conocidos en el país la Admi­
nistración Gaviria. La radicalidad de los
cambios se basa en un diagnóstico se­
gún el cual, en ausencia de medidas
radicales que abrieran la economía a las
libres fuerzas del mercado, el país esta­
ba abocado a una severa crisis de de­
sarrollo. Obviamente, dichas reformas
tienen como marco general esfuerzos
paralelos que vienen teniendo lugar a lo
largo y ancho del mundo, como res­
puesta al desencanto generalizado por
el excesivo intervencionismo estatal y al

resurgimiento consecuente de un claro
espiritu neo-liberal.

Paralelamente, el país ha estado in­
merso en un proceso político orientado
a la esquiva búsqueda de esquemas
institucionales que sienten bases firmes
para el consenso nacional y la paz. La
expresión más importante de este es­
fuerzo fue la convocatoria de una Asam­
blea Nacional Constituyente en 1991.
Como fruto de los consensos al interior
de la Asamblea, la nueva Constitución
toca de cerca muchos de los temas de
reforma del Estado en el terreno econó­
mico que hacen parte de la agenda de
transformaciones de la Administración
Gaviria, pero con una perspectiva muy
diferente. En particular, según lo seña­
laremos, existe una gran contradicción
entre la perspectiva de la nueva Consti-
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naturaleza de los problemas estructura­
les que enfrentaba la economía colom­
biana y la radicalidad y la velocidad con
la cual se han llevado a cabo las refor­
mas estructurales han sido inadecua­
dos. Como consecuencia de ello, el país
ha perdido la oportunidad de realizar
una serie de reformas sin grandes trau­
mas económicos y sociales. La radicali­
dad y velocidad de las reformas han
aumentado, además, la vulnerabilidad
macroeconómica y, ante todo, han intro­
ducido elementos adicionales de inesta­
bilidad política.

Las dificultades macroeconómicas
que se han enfrentado durante la ejecu­
ción del programa de reformas estructu­
rales han jugado un papel muy impor­
t~nte en los resultados que se han apre­
ciado en los últimos años. En particular
la adopción de una política monetari~
extremadamente contraccionista en
1991, dirigida a combatir la inflación
acent~ó la abundancia de divisas que y~
era eVidente en la fuerte acumulación de
reservas característica del año anterior.
Como reflejo de ello, el país ha venido
experimentando una recesión producti­
va y ha visto deteriorarse la tasa de
cambio extremadamente competitiva
que tenía al iniciarse el programa de
reformas. El fuerte racionamiento eléc­
trico de 1992 ha introducido elementos
adicionales, que complican aún más el
panorama económico de corto plazo.
Pese a la importancia de estos procesos
coyunturales, la referencia a ellos será
marginal, para no desviar la atención de
los temas centrales del trabajo.

11. LA REESTRUCTURACION
DEL ESTADO

A. Dos concepciones diferentes so­
bre la reforma del Estado
Las reformas constitucionales de 1936
y 196~ h~.bian incorporado en la vieja
Constltuclon de 1886 el principio de la
intervención estatal en el marco de una
economía mixta. Así, la primera de ellas
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tución, .que reclama más Estado, como
mecanismo para superar la crisis políti­
~a, y el Plan de Desarrollo, que diagnos­
tica la necesidad de menos Estado, para
resolver una supuesta crisis económica
estructural. Las dos perspectivas no son
enteramente antagónicas, pero sí lo su­
ficiente como para tornar el momento
que vive Colombia en uno de los más
contradictorios de la historia del país.

Este trabajo analiza las reformas es­
tructurales en curso y los debates que
se han suscitado en torno a ellas. Está
dividido en tres partes, la primera de las
cuales es esta introducción. La segunda
considera en detalle la reforma del Es­
tado. Después de hacer un contraste
entre la Constitución de 1991 y el Plan
de Desarrollo de la Administración Ga­
viria, analiza el diagnóstico macroeco­
nómico del Plan y estudia brevemente
las discusiones en curso en torno a la
ree~tr~cturación del sector público y al
redlseno de la política social. La tercera
parte centra su atención sobre la aper­
tura económica. Analiza en relación con
este tema el avance de la apertura co­
mercial y sus vicisitudes, los procesos
de integración en marcha, la apertura a
la inversión extranjera y los temas de
negociación con los Estados Unidos.

El trabajo arguye que muchos de los
cambios que ha puesto en marcha la
Administración Gaviria dirigidos a am­
pliar la esfera de acción del mercado
son convenientes y positivos en una
perspectiva de larga duración. La estra­
tegia de reorientación de la economía
hacia afuera responde, en efecto, a ne­
cesidades tanto internas como externas
del desarrollo colombiano. El énfasis en
el gasto público social, en la introduc­
c~~n de nuevos criterios para su asigna­
CI?n, y la reestructuración del sector pú­
blico para darle más espacio al sector
privado en la provisión de servicios so­
ciales y domiciliarios son también con­
venientes. Sin embargo, argumenta
igualmente que el diagnóstico sobre la
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habla introducido el concepto según el
cual "la propiedad es una función social
que implica obligaciones", la obligación
del Estado de proteger el trabajo y la
posibilidad de intervenir en la regulación
del transporte y servicios públicos, in­
cluida la fijación de tarifas. La reforma
de 1968, por su parte, incorporó el con­
cepto de planeación económica y social
e introdujo en forma mucho más firme
los principios intervencionistas. Estos
quedaron consagrados, en particular,
en el Articulo 32 de la vieja Constitución,
en el cual se garantizaba la libertad de
empresa, sujeta al bien común y la di­
rección general de la economía por par­
te del Estado.

La Constitución de 1991 incorporó
estos principios y amplió consi­
derablemente las normas constituciona­
les sobre intervención estatal. Entre los
principios fundamentales, con los cua­
les se inicia la nueva Carta Política, se
incluyen la definición de Colombia como
un "Estado social de derecho", y se es­
tablece que es fin esencial del Estado
"promover la prosperidad general" y "fa­
cilitar la participación de todos... en la
vida económica". El Artículo 334, en el
cual quedaron incorporados los princi­
pios del 32 de la antigua Carta Política,
establece que los objetivos de la inter­
vención estatal son "conseguir el mejo­
ramiento de la calidad de vida de los
habitantes, la distribución equitativa de
las oportunidades y los beneficios del
desarrollo y la preservación de un am­
biente sano". En forma complementaria,
el Artículo 366 define como finalidades
sociales del Estado "el bienestar gene­
ral y el mejoramiento de la calidad de
vida de la población". Por otra parte, dos
capítulos, que cubren en total 41 artícu­
los, definen en forma detallada, los de­
rechos sociales, económicos, culturales
y colectivos y el título sobre régimen
económico, que cubre otros 42 artículos,
va mucho más allá de las normas sobre
hacienda pública, a la cual se destinaba
casi la totalidad del articulado corres­
pondiente en la vieja Constitución. Entre

los derechos económicos y sociales ge­
nerales que establece la nueva Carta
Política se incluyen la salud, la educa­
ción, la cultura y la recreación, una vi­
vienda digna, la seguridad social y el
trabajo.

La Constitución establece, por otra
parte, que el Estado promoverá el acce­
so de todos los colombianos a la propie­
dad, especialmente en el caso de los
trabajadores agrarios, y que fomentará
las formas solidarias y asociativas de
ella y la participación de los trabajadores
en la gestión de las empresas. Reitera,
además, la función social de la propie­
dad (Artículo 58) y la hace extensiva a
la empresa (Art. 333). Define, además,
como campos específicos de la acción
del Estado el manejo económico del
subsuelo y los recursos naturales no
renovables, de los cuales es propietario,
de la actividad financiera, del espectro
electromagnético (declarado bien públi­
co) y de los servicios públicos y sociales.
Establece, además, un complejo siste­
ma de planeación nacional y regional,
articulado en torno a un Consejo Nacio­
nal de Planificación, donde están repre­
sentadas las entidades territoriales y los
sectores económicos, sociales, ecológi­
cos, comunitarios y culturales.

Como constancia del eclecticismo
que permea la nueva Carta Política, con­
viene anotar que ciertos principios am­
pliamente defendidos por sectores neo­
liberales no quedaron olvidados. La in­
dependencia del Banco de la República
quedó consagrada, con facultades muy
amplias -la regulación de la moneda,
los cambios internacionales y el crédi­
to-, aunque sujeta a vigilancia del Con­
greso y del Presidente de la República
y al requisito de que sus funciones se
ejercerán "en coordinación con la políti­
ca económica general". En el Artículo
333 se estableció que, para el ejercicio
de la libertad económica, "nadie podrá
exigir permisos previos ni requisitos, sin
autorización de la ley". Por su parte, en



varios artlculos queda claro que el sec­
tor privado podrá participar en la presta­
ción de servicios públicos y sociales e
incluso que el gobierno "enajenará o
liquidará las empresas monopolísticas
del Estado y otorgará a terceros el de­
sarrollo de su actividad cuando no cum­
plan los requisitos de eficiencia, en los
términos que determine la ley" (Art.
336). Las normas sobre propiedad es­
tán, además, permeadas de un claro
espíritu anti-monopólico, que establece
que el Estado "impedirá que se obstruya
o se restrinja la libertad económica y
evitará o controlará cualquier abuso que
personas o empresas hagan de su po­
sición dominante en el mercado nacio­
nal" (Art. 333).

Cualquiera que sea la lectura de la
nueva Constitución, no queda la menor
duda, con base en las consideraciones
anteriores, que el fruto de los consensos
al interior de la Asamblea fue el de am­
plíar las esferas de intervención del Es­
tado, aunque con un espíritu moderno:
permitiendo una participación privada
en sectores tradicionalmente reserva­
dos al sector público, facilitando su ope­
ración y forzando al sector público a ser
eficiente y competir, cuando ello sea
posible. El Plan de Desarrollo se esfuer­
za, por el contrario, en delimitarlas.

El Plan tiene dos concepciones fun­
damentales. La primera, que asocia con
las "modernas" teorías del desarrollo, es
la necesidad de concentrar las activida­
des del Estado en cuatro áreas estraté­
gicas, donde se postula que existen las
externalidades más importantes sobre
la actividad privada o donde es necesa­
rio corregir las externalidades adversas
que generaría dicha actividad en ausen­
cia de regulación: la ampliación de capi­
tal humano, el desarrollo de la infraes-

tructura física, el fortalecimiento de la
capacidad cientifica y tecnológica y la
protección del medio ambiente. La se­
gunda es la necesidad de superar una
crisis estructural de grandes proporcio­
nes, a la cual estaría abocado el país en
ausencia de grandes reformas estructu­
rales. A este diagnóstico nos referire­
mos con detenimiento en la sección si­
guiente. Baste resaltar aquí que el Plan
en esta materia asocia dicha crisis al
excesivo intervencionismo estatal en la
definición de sectores "estratégicos" o
"líderes". Por lo tanto, reclama la neceo
sidad de eliminar la acción del Estado
en esta área y orientar sus acciones a
fomentar la competencia, a través de la
desregulación interna y la apertura al
exterior.

El Plan se esfuerza en presentar el
énfasis en la política social como una
gran ruptura histórica. Afirma, de hecho,
que "durante los pasados 30 años, la
visión del desarrollo económico le asig­
nó un papel bastante restringido a la
política social" 1/. Esta afirmación es, por
lo menos, curiosa, ya que, al menos a
partir del Frente Nacional, la política so­
cial ha sido claramente una de las prio­
ridades de la acción pública. Además,
tres de los últimos cuatro planes de de·
sarrollo han definido la política social
como el centro de la acción estatal co­
mo lo atestiguan sus meros títulos¿l; el
otro puso énfasis en la infraestructura.
Por el contrario, ninguno de ellos definía,
en sentido estricto, sectores "estratégi­
cos", en el sentido en que el nuevo Plan
utiliza este término. Así las cosas, la
novedad del Plan es más bien el enfo­
que específico que se le da a la política
social -el concepto de "capital huma­
no"- el énfasis en dos áreas de acción
que, aunque reconocidas, han sido muy

descuidadas en el pasado -ciencia y
tecnologla y medio ambiente- y la de­
finición categórica según la cual el Esta­
do no debe intervenir en la asignación
sectorial de recursos.

Como es apenas obvio, la delimita­
ción de las áreas de acción estatal deja
puntos de intersección con I~ nueva
Constitución, entre ellos espeCialmente
la política social y el medio ambiente.

No obstante, puede argumentarse,
con razón, que el enfoque de "capital
humano" es restrictivo y ciertamente di­
ferente a los principios que define la
nueva Constitución como eje para la
acción del Estado en el terreno social,
que parecen más afines c?n ~a po~tula­
ción de la equidad en la dlstnbuclon de
los frutos del desarrollo como un objeti­
vo en si mismo. Por otra parte, la delimi­
tación de las áreas de acción del Estado
en el Plan va, sin duda, más allá de lo
que establece la Constitución, la cual
habla genéricamente de intervención
"en la explotación de los recursos natu­
rales, en el uso del suelo, en la produc­
ción, distribución, utilización y consumo
de los bienes, y en los servicios públicos
y privados".(Art. 334). Además, ciertos
temas constitucionales brillan por su au­
sencia en el nuevo Plan, en especial
todo lo relativo al trabajo, la democrati­
zación de la propiedad y la participación
de los trabajadores en la gestión de las
empresas. Finalmente, aunque el énfa­
sis en el fomento a la competencia tiene
claros paralelos en las normas constitu­
cionales, ella queda reducida en el Plan
a la combinación de desregulación inter­
na y apertura hacia el exterior3/.

B. ¿ Una crisis económica estructural?

Pese a la imagen internacional de
buen desempeño económico, la econo-

mía colombiana ha experimentado pro­
blemas macroeconómicos importantes
desde mediados de la década del seten­
ta, que han generado un amplio análisis
y debate en el país. Estos problemas
tienen tres manifestaciones diferentes:
un menor ritmo de crecimiento en rela­
ción con el que fue característico entre
fines de la Segunda Guerra Mundial y
mediados de los setenta, unos ciclos
económicos más pronunciados y un fre­
no total a los procesos dinámicos de
cambio estructural que había experi­
mentado la economía del pais hasta me­
diados de la década del setenta, espe­
cialmente en materia de industrializa­
ción (véase, al respecto, el Cuadro 1)4/.

Aunque la economía experimentó
una recuperación importante desde me­
diados de la década del ochenta y alcan­
zó de nuevo un ritmo de crecimiento del
4.5% entre 1985 y 1990, similar al pro­
medio histórico desde que existen regis­
tros de cuentas nacionales, dicha recu­
peración no fue percibida como una rup­
tura de las tendencias estructurales ad­
versas que venía experimentando des­
de mediados de los años setenta. La
apreciación más firme en tal sentido la
formuló Fedesarrollo a comienzos de
1990, cuando anotó que esta recupera­
ción había sido la sucesión de bonanzas
sectoriales sin un claro patrón de cam­
bio estructural5/.

La apreciación del nuevo Plan de
Desarrollo en tal sentido es radical. En
efecto, el Plan atribuye la crisis a un
excesivo intervencionismo en la asigna­
ción de recursos, que llevó al país a un
"enclaustramiento" progresivo. Indica,
de hecho, que en ausencia de una fuerte
liberalización económica como la adop·
tada, "la economía se encontraría atra­
pada en una trampa de bajo crecimien-

11 Presidencia de la República y Departamento Nacional de Planeación (1991), p. 83.

2/ "Para cerrar la brecha", que se referia a la brecha social, de la Administración López (1974­
1978), "Cambio con equidad", de la Administración Betancur (1982-1986), y "Plan de Economía
Socia'", de la Administración Barco (1986-1990).
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31 Para un análisis critico más exlenso del nuevo Plan. vease el reciente trabajo de Perry el al.
(1992).

4/ Para un análisis de estos problemas véase Ocampo (1991).

51 "Editorial", Coyuntura Económica, Marzo de 1990.
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des estructurales que venía enfrentando
la economía difieren considerablemente
de aquel que ha presentado reciente­
mente el Plan de Desarrollo. La dinámi­
ca exportadora y, por ende, la balanza
de pagos, no eran visualizadas por nin·
gún autor como fuentes probables de
bajo dinamismo económico. Este hecho
no es, por lo demás, sorprendente, ya
que una mirada rápida al Cuadro 1 hace
evidente la veloz expansión exportado­
ra que ha venido experimentando Co­
lombia desde mediados de la década de
los ochenta, que ha logrado borrar, en
forma aparentemente definitiva, la de­
pendencia cafetera y elevar la participa­
ción de las exportaciones en el PI8 a
niveles que el país no conocía desde
hace medio siglo.

Esta tendencia muestra, por lo de­
más, lo inadecuado que resulta referirse
al "enclaustramiento" como la causa bá­
sica de los problemas actuales del país,
ya que la tendencia reciente de las ex­
portaciones muestra más bien el signo
contrario. Por su parte, el coeficiente de
importaciones no muestra en el largo
plazo ninguna tendencia clara e incluso
en épocas recientes (el primer lustro de
la década de los ochenta) ha alcanzado
niveles muy altos en relación con los
patrones históricos del país.

De hecho, según veremos en la Sec­
ción liLA, el consenso sobre la solidez
de la balanza de pagos fue precisamen­
te una de las bases del acuerdo que se
generó en torno a la posibilidad y conve­
niencia de proceder a una liberación de
importaciones relativamente ambiciosa.
De acuerdo con todos los modelos alter­
nativos, la apertura generaba, por sí
misma, efectos moderadamente recesi­
vos en el corto plazo, que se veían com­
pensados con mayor crecimiento en el
largo plazo. Sus efectos globables en un

to·, que virtualmente significaría el es­
tancamiento del PIS por habitante en los
próximos años.6/

Aunque la caracterización de la si­
tuación que ha vivido la economía co­
lombiana desde mediados de los años
setenta como una "crisis estructural" ha
sido compartida por muchos autores, el
diagnóstico del nuevo Plan de Desarro­
l/o es exagerado y, en varios aspectos,
claramente inadecuado. Este hecho es
muy importante, dado que dicho diag­
nóstico ha servido de base para justifi­
car una serie de reformas de grandes
proporciones, que han roto la tradición
gradualista del país, lo cual puede tener
serias repercusiones en términos de es­
tabilidad macroeconómica (véase, al
respecto, la Sección 111.8). Las deficien­
cias del diagnóstico son evidentes en
varios frentes. Vale la pena centrar la
atención aquí, sin embargo, en el análi·
sis de las restricciones macroeconómi·
cas que enfrentaba el país.

Las simulaciones realizadas con di­
versos modelos macroeconómicos a lo
largo de los últimos años indicaban que,
con los parámetros tradicionales del
país, especialmente en materia de aho­
rro e inversión, y Q8n expectativas no
excesivamente optimistas sobre la evo­
lución de los precios y las cantidades
exportadas de los principales productos
primarios, la tasa de crecimiento que
habría alcanzado la economia del país,
en ausencia de reformas estructurales
importantes, habría sido de un 4% por
año o un poco más?l. Este resultado no
es, por lo demás, sorprendente, dados
los ritmos de crecimiento que el país ha
alcanzado desde mediados de la déca­
da de los ochenta.

Lo que es más importante, los diag­
nósticos existentes sobre las dificulta-

61 Presidencia de la República y Departamento Nacional de Planeación (1991), Cap. VII.

71 Véanse, por ejemplo, Carrasquilla (1990), Caballero el al. (1991), Lora y Crane (1991), Villar
(1991) YOcampo (1992a).

14 -=======================:ICESI



período suficientemente largo (quizás el
resto del siglo) eran relativamente pe­
queños en uno u otro sentidoB/.

Los principales obstáculos al creci­
miento identificados por estos trabajos
eran básicamente de tres tipos. En pri­
mer término, las tasas de ahorro e inver­
sión eran un limitante si se quería elevar
el ritmo de crecimiento por encima de un
nivel "inercial" de un 4 %9/. No obstante,
la apertura ayudaba poco en tal sentido.
Eliminaba la posibilidad de que una ma­
yor tasa de inversión no se pudiera ma­
terializar por escasez de divisas10/. Ade­
más, la eliminación de las restricciones
cuantitativas y la rebaja de aranceles
tenían efectos favorables sobre la inver­
sión. Sin embargo, estos efectos positi­
vos eran más que compensados por el
efecto adverso sobre la inversión que
generaba el impacto recesivo de la aper­
tura en el corto plazo11/.

El obstáculo más inmediato era, sin
embargo, de carácter fiscal y estaba
asociado a un peculiar problema de fi­
nanciamiento interno: debido a la forta­
leza de la balanza de pagos, asociada a
la politica cambiaria agresiva que tuvo
el país hasta 1990, era necesario elevar
la tributación para evitar efectos inflacio­
narios indebidos12/. En otras, palabras,
el sector privado tenía que optar entre
una mayor tasa de tributación o una
revaluación. Pese a que optar por esta
segunda alternativa era claramente con­
traproducente en un escenario de aper­
tura externa acelerada, éste fue el cami­
no que se escogió en 1991. A comien­
zos de 1992, con la propuesta de una

nueva reforma tributaria, el gobierno ha
buscado abrirle paso a la primera de
dichas alternativas. Obviamente, en el
transfondo de este problema de finan­
ciamiento interno existen dos aspectos
adicionales: el efecto tributario adverso
de la desgravación arancelaria en un
país que tenía una alta dependencia
fiscal de los ingresos de aduana y las
deficiencias estructurales del mercado
doméstico de capitales, que impiden el
uso en gran escala de dicho mercado
para financiar posibles desequilibrios
fiscales sin acudir al crédito externo.

Fuera de su papel crítico en la transi­
ción a una economia más abierta, el
aumento en la tasa de tributación tiene,
de acuerdo con estos estudios, un papel
estratégico de largo plazo: el financia­
miento de una mayor infraestructura so­
cial y física. Si el lento ritmo de creci­
miento de la oferta agregada es el limi­
tante fundamental del crecimiento eco­
nómico colombiano, tal como lo supone
el Plan de Desarrollo, una de las restric­
ciones más importantes a la aceleración
del crecimiento económico son los bajos
niveles de ambos tipos de inversión pú­
blica característicos de los últimos
años13/. De hecho, la Administración
Gaviria comparte este diagnóstico, ya
que, de acuerdo con las simulaciones
presentadas en el Plan, la politica de
apertura a duras penas lograría resta­
blecer a fines del siglo el ritmo de creci­
miento que la mayoría de autores consi­
dera como inercial (un 4% por año) y la
aceleración de dicho ritmo a niveles del
7% o más depende fundamentalmente

de esfuerzos en materia de inversión
pública en infraestructura y capital hu­
manol 4/

Así las cosas, los estudios existentes
concordaban con el Plan de Desarrollo
en la necesidad de llevar a cabo un
importante esfuerzo de generación de
ingresos públicos, dirigido a aumentar la
inversión en capital humano e infraes­
tructura, y postulaban que, dadas las
1endencias favorables de las exporta­
ciones, el país podía cosechar los bene­
ficios de largo plazo de la apertura eco­
nómica sin grandes costos de corto pla·
zo. No respaldaban, sin embargo, el
diagnóstico más bien catastrófico de las
posibilidades del desarrollO' colombiano
en ausencia de reformas estructurales.

C. Estructura y reforma del aparato
estatal

Existe un gran consenso en torno a
que el tamaño relativo del Estado es
pequeño en Colombia en comparación
con países de similar nivel de desarrollo.
El actual Plan de Desarrollo comparte
este diagnóstico15

/. Los Cuadros 2 y 3
corroboran estas apreciaciones. Como
en la mayor parte de los paises, la par­
ticipación de la demanda final del sector
público en el PIS muestra una tendencia
ascendente, que en el caso colombiano
ha tenido un comportamiento escalona­
do en la posguerra: se mantuvo alrede­
dor de un 10-12% en los años cincuenta
y comienzos de los sesenta, aumentó a
un 15% a fines de los años sesenta (el

primer dato que registra el Cuadro 1) Y
nuevamente, a un 19%, a fines de los
años setenta y comienzos de los ochen·
ta16/. Esta última proporción es, en cual­
quier caso, moderada para los patrones
internacionales17/. Debido al alto conte­
nido de mano de obra asalariada-catifi­
cada, la participación en la remunera­
ción a los asalariados es mayor (alrede­
dor del 30%) y muy superior a su parti­
cipación en el empleo total, que alcanzó
un pico de un 9% a fines de los años
setenta y comienzos de los ochenta y ha
tendido a disminuir desde entonces18/

La mayor parte del aumento en la
participación del sector público en la
generación de la demanda interna que
se experimentó hace una década estu­
vo asociada a la inversión de las empre­
sas públicas, especialmente en infraes­
tructura (generación eléctrica) y desa­
rrollo minero. Los picos de la inversión
pública coincidieron con los años de
crisis de comienzos de los ochenta,
cuando la inversión privada se había
debilitado considerablemente, llevando
la participación del sector público en la
inversión total a un 50%. Con la reduc­
ción de la inversión pública y la recupe­
ración de la privada, la tendencia ha sido
la opuesta en años más recientes.

La participación del sector público en
la generación del PIS ha sido similar a
aquella que ha tenido en la demanda y
elevada sólo en cuatro sectores: servi·
cios sociales y comunales, servicios pú-

81 Véanse los trabajos citados en la nota anterior y Perry et al. (1992). Un ensayo reciente lIe9a,
por el contrario, a la conclusión que el efecto recesivo inicial puede ser considerable (Ramírez,
1991)."

91 Caballero et al. (1991) YSánchez et al. (1992). La Misión de Empleo (1986) resaltó también la
necesidad de elevar las tasas de ahorro e inversión hace varios años.

101 Caballeroetal. (1991).

111 Lora y Crane (1991) YVillar (1991).

12/ Ocampo (1992a).

131 Perry et al. (1992).

16
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141 Presidencia de la República y Departamento Nacional de Planeación (1991), Cap. VII.

151 Presidencia de la República y Departamento Nacional de Planeación (1991), Cap. 1.

161 Para detalles adicionales, véase Comisión del Gasto Público (1986)

171 Presidencia de la República y Departamento Nacional de Planeación (1991), Cap. V y Misión
de Finanzas Intergubernamentales (1981). Esto también es cierto en relación con el empleo
público. Un trabajo de PREALC (Echeverría. 1985) realizado hace al9unos años encontró, en
efecto, que las relaciones de dicho empleo con indicadores laborales generales era, en
Colombia, alrededor de la mitad del nivel tipico en otros países latinoamericanos.

181 Misión de Empleo (1986). González (1987) y Reyes (1987).
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CUADRO 2

TAMAÑO RELATIVO DEL SECTOR PUBLICO

SEGUN DIVERSOS INDICADORES MACROECONOMICOS

(Valores porcentuales)

1971-74 1975-78 1979-82 1983-86

DEMANDA FINAL DEL SECTOR PUBLICO (% DEL PIB) 14.98 15.02 18.11 19.93
Consumo final de las administraciones públicas 9.49 8.31 10.34 10.49
Inversión bruta 5.49 6.72 7.77 9.44

VALOR AGREGADO DEL SECTOR PUBLICO (% del PIB) 14.62 14.80 18.21 20.87
Administraciones públicas 8.04 7.77 9.78 10.59
Empresas públicas no financieras 5.15 5.55 6.84 8.37
Instituciones financieras públicas 1.44 1.47 1.58 1.91

REMUNERACION A ASALARIADOS
(% de la remuneración a asalariados) 29.78 28.85 30.53 33.57
Administraciones públicas 21.35 20.00 21.15 23.48
Empresas públicas no financieras 6.19 6.33 6.76 7.20
Instituciones financieras públicas 2.24 2.52 2.62 2.89

AHORRO DEL SECTOR PUBLICO (% del PIB) 4.12 7.36 4.70 5.44
Administraciones públicas 2.05 5.29 1.73 2.60
Empresas públicas no financieras 1.42 1.36 1.44 2.10

INVERSION BRUTA (% del PIB) 5.49 6.72 7.77 9.44
Administraciones públicas 3.18 3.66 3.85 3.63
Empresas públicas no financieras 2.30 3.06 3.92 5.82

INVERSION BRUTA
(% de la inveresión bruta total nacional) 28.04 37.19 39.18 50.27

1987-89

19.13
10.15
8.97

7.62
4.44
3.18

8.97
4.19
4.78

43.47

FUENTE: DANE. Cuentas nacionales y Cuentas del sector público. Promedios de participaciones anuales. expresadas a precios corrientes.

CUADRO 3

ESTRUCTURA DEL PIB GENERADO POR EL SECTOR PUBLICO

(A precios de 1975)

1971·74 1975-78 1979-82 1983-86

1. ESTRUCTURA DEL PIB DEL SECTOR PUBLICO

Sector agropecuario 0.17 0.19 0.23 0.23

Minería 8.56 4.87 3.40 4.02

Industria manufacturera 3.88 5.79 9.87 14.18

"'-loo-; Electricidad, gas y agua 6.41 7.15 7.14 6.34

.} , Construcción 2.24 1.74 1.29 1.22

:1 ...., Comercio y hotelería 0.00 1.36 1.38 1.37

.•• _,1'4,
Transporte y comunicaciones 11.24 13.15 12.82 12.94

servicios financieros 11.14 10.97 10.48 10.47

Servicios comunales. sociales y personales 56.36 54.78 53.37 49.22

:i
fT1

en

! ... _-
~.__ .~."

en'"_10

11. PARTICIPACION EN EL PIB SECTORIAL

sector agropecuario
Minería
Industria manufacturera
Electricidad. gas yagua
Construcción
Comercio y hotelería
Transporte y comunicaciones
Servicicos financieros
servicicos comunales. sociales y personales

FUENTE: DANE. Cuentas nacionales y Cuentas del sector público.

0.10
53.12

2.38
100.00

8.75
0.00

19.20
11.16
65.08

0.12
49.78

3.72
100.00

7.51
1.52

22.10
11.68
65.76

0.16
41.66

6.94
100.00

5.86
1.67

20.74
11.29
64.01

0.20
32.85
12.74

100.00
5.50
2.14

26.21
13.76
71.07
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191 Este Cuadro también registra una participación modesta del sector público en la industria
manufacturera y en servicios financieros. En el primer caso. la participación creciente es más
un efecto de márgenes de ganancia e impuestos indirectos crecientes en las dos actividades
más tradicionales de producción del Estado (derivados del petróleo y licores).

201 Las razones son múltiples y están adecuadamente catalo9adas en Urrutia (1991): la ausencia
de incentivos luertes a reducir costos, el carácter difuso de los objetivos de las empresas
públicas y la consecuente dificultad de monitorear su comportamiento. la falla de información
de quienes ejercen dicho monitoreo, la ausencia de fuerte incentivo que genera el buen
desempeño económico. la probabilidad de quiebra, el exceso de interferencia política en su
funcionamiento y la mayor capacidad para obtener favores del gobierno.
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211 Perry y Rodriguez (1991).

221 Ministerio de Hacienda y Ministerio de Justicia, 'Exposición de motivos al proyecto de ley por
la cual se expiden normas en materia tributaria y se dictan otras disposiciones", Bogotá. marzo
de 1992.

231 Lora el al. (1992).

En lo relativo a la estructura del sec­
tór público, la discusión se ha centrado
en el proceso de privatización, dejando
de lado el tema quizás más importante
de cómo generar incentivos para una
adecuada administración de aquellas
entidades que por necesidad continua­
rán siendo públicas. Dada la importan­
cia que ha tenido históricamente el de­
bate ideológico en torno a la propiedad
pública vs. la privada, no es quizás sor­
prendente que el tema de la privatiza­
ción se torne en un asunto político extre­
madamente delicado. Sin embargo, en
un país en el cual el Estado es relativa­
mente pequeño y ejerce básicamente
su radio de acción en áreas muy tradi­
cionales, la privatización no debería ser
un tema prioritario de la agenda econó­
mica y política nacional. De hecho, el
propio presidente de la República ha
sido claro en diversas ocasiones en re­
saltar que el tema de las privatizaciones
carece en Colombia de la prioridad que
tiene en otros países.

Esta forma de formular el problema
ha tenido un costo importante, ya que ha
hecho que el gobierno haya carecido de
una política general de privatización y
que, por lo tanto, este proceso haya

Gobierno Nacional tiene ingresos tota­
les que apenas superan ligeramente el
10% del PIB. Curiosamente el proyecto
de reforma tributaria en discusión eva­
dió estos elementos estructurales de las
finanzas públicas para concentrarse en
los temas exclusivamente coyunturales.
En los próximos años, será necesario,
en cualquier caso, enfrentar los prime­
ros.

El segundo problema es el costo fis­
cal de la transición. Las nuevas normas
constitucionales aumentarán la partici­
pación de los departamentos y munici­
pios en las rentas nacionales de un 33%
a poco más de 45% a comienzos del
próximo sígI021

/. Aunque asumen fun­
ciones que hoy en día corresponden a
la nación, se considera que el balance
neto para las finanzas nacionales es
negativo. Este efecto neto, unido al cos­
to de las nuevas instituciones creadas
por la Constitución de 1991, fue estima­
do en el reciente proyecto de reforma
tributaria en poco menos del 1% del PIS
en los próximos años, que se elevará
gradualmente hasta alcanzar un 2% del
PIS a finales del sigI022/. Este no es,
además, el único reto fiscal que enfrenta
hacia adelante el Gobierno Nacional. El
otro que tiene un costo fiscal significati­
vo es la reforma del sistema de pensio­
nes, que será mayor entre más alto sea
el componente privado que se le quiera
dar al nuevo esquema. En el caso de un
sistema privado puro, dicho costo alcan­
zaría entre 2.5 y 3.0% del PIS durante
un periodo de transición, únicamente en
lo relativo a pensiones del sector priva­
d0231

. Obviamente, estos costos, uni­
dos a los de la creciente carta pensional
del sector público y quizás a otros pro­
blemas, redundan en una situación fis­
cal extremadamente grave, ya que el

de los administradores públicos con los
electores, una instancia de control polí­
tico que antes era mucho más débil a
nivel regional y local. El menor control
nacional durante un período de transi­
ción puede generar, sin embargo, algu­
nos costos.

lismo ha redundado en otra serie de
"fallas del gobierno", que podríamos de­
nominar "políticas", en la medida en que
el problema fundamental reside en este
caso en la creciente distancia entre el
gobierno y sus gobernados.

Acorde con este diagnóstico, las re­
formas que se han venido adoptando y
proponiendo en torno a la organización
del Estado han sido dirigidas a fortalecer
los mecanismos de descentralización y
a racionalizar el aparato estatal y priva­
tizar algunas de sus funciones. Aunque
la descentralización responde a motiva­
ciones fundamentalmente políticas, la
racionalización del aparato estatal tam­
bién exige que se devuelva a las regio­
nes aquellas funciones en las cuales no
existen economias de escala de ningún
tipo y cuya centralización fue el resulta­
do histórico del acceso diferencial a in­
gresos corrientes y de capital en distin­
tos niveles del sector público.

Este proceso tiene, sin embargo, dos
costos importantes. El primero está aso­
ciado al hecho de que las costumbres
políticas regionales y locales, quizá más
que las nacionales, concentran todos
los vicios que el país ha comenzado a
rechazar abiertamente en años recien­
tes. Este dilema es en cierto sentido
falso, ya que, en cualquier caso, los
sucesivos gobiernos nacionales han de­
legado en las fuerzas políticas regiona­
les y locales la administráción pública en
los niveles correspondientes. Por lo tan­
to, el nuevo régimen tiene la virtud de
que establece la responsabilidad directa

blicos domiciliarios, minería, transporte
(puertosl ferrocarriles) y telecomunica­
ciones19. Fuera de la minería, se trata,
así, de las dos áreas más tradicionales
de acción pública -servicios sociales e
infraestructura-, donde se concentran
las principales "fallas del mercado" iden­
tificadas por la teoría económica del bie­
nestar (bienes públicos, externalidades,
economías de escala, monopolios natu­
rales, etc.) Conviene anotar, además,
que en el caso de la minería, gran parte
de la producción estatal se hace indirec­
tamente a través de contratos de asocia­
ción con empresas privadas (básica­
mente multinacionales), las cuales lle­
van a cabo directamente las labores de
producción. De hecho, la participación
del sector público en este sector ha sido
decreciente a lo largo de las dos últimas
décadas (Cuadro 3).

Aunque la acción pública ha sido li­
mitada y se ha concentrado en áreas
tradicionales, las "fallas del gobierno"
señaladas por la "nueva economía polí­
tica" no han estado ni mucho menos
ausentes: la tendencia de un sistema
con mucha intervención gubernamental
a asignar demasiados recursos a tratar
de obtener favores del Estado en vez de
destinarlos a fines productivos, la co­
rrupción, la intormación inadecuada con
base en la cual se toman las decisiones
del gobierno, los incentivos inadecua­
dos a mantener altos niveles de eficien­
cia en el caso de las empresas públi­
cas20/, etc. Además, el excesivo centra-

.1

"



24/ Tal vez las mayores contradicciones son aquellas que existen entre los proyectos de ley sobre
sel\licios públicos domiciliarios (Ministerio de Hacienda el al.• 'Exposición de motivos del
proyecto de ley de régimen de sel\licios públicos domiciliarios', Bogotá, lebrero de 1992) y
telecomunicaciones (Ministerio de Comunicaciones, 'Exposición de motivos al proyecto de ley
por la cual se expide el régimen legal de los sel\licios públicos de telecomunicaciones. se
organiza y regionaliza su prestación y se dictan otras disposiciones". Bogotá, febrero de 1992)
presentados al Congresos Nacional en lebrero de 1992, que es tanto más paradójica cuanto
que el primero abarca en principio el área de las telecomunicaciones. El primero es. en electo.
enfático en dos principios: la delensa de la competencia como principio regulador básico y la
posibilidad de participación de entidades públicas. privadas o mixtas. Por el contrario, el
segundo no sólo resguarda algunos monopolios, sino que establece el principio de privatización
forzosa. Fuera de estas dos. existen. sin embargo, proyectos de privatización en muchas otras
áreas.

251 Ministerio de Hacienda el al.• op. cil.

26/ Cárdenas (1991) y Urrutia (1991).
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271 Estas modalidades incluyen la administración de las acciones públicas (fiducia), la delegación
de la administración de la entidad. la concesión de los bienes de la empresa olicial y la
delegación parcial de su gestión (subcontratación).

281 Sobre este último tema véase, en particular. Sarmiento (1992).

291 Véanse. al respecto, los sucesivos análisis del gasto público y de diversos indicadores sociales
incluidos en la revista Coyunlura Social.

pasado a depender de iniciativas desar­
ticuladas, incluso contradictorias entre
S[24/. La reacción violenta al proyecto
de privatización de Telecom indica que
las iniciativas neo-liberales más extre­
mas en este campo van a ser derrotadas
en el terreno político. Existen, sin embar­
go, alternativas intermedias, acordes
con las nuevas normas constituciona­
les. que pueden abrirse paso. El proyec­
to de ley sobre servicios públicos domi­
ciliarios recoge en forma novedosa dos
principios constitucionales básicos que
deberían ser quizás la guía para el dise­
ño de la reforma del Estado en este
frente: el principio de competencia y el
de complementariedad entre los secto­
res público y privad025/.

El primero de estos principios se de­
riva de las nuevas normas constitucio­
nales, según las cuales el fin social de
la propiedad sólo se satisface plena­
mente cuando existe competencia. De
ah! se deriva la norma según la cual es
función esencial del Estado evitar el
abuso de posiciones dominantes en el
mercado. Este principio tiene dos impli­
caciones importantes en relación con el
tema que nos ocupa. La primera de ellas
es que la privatización de actividades
públicas sólo se justifica cuando es po­
sible garantizar la competencia26/ . La
segunda es quena existe ninguna razón
por la cual el principio de la competencia

no deba aplicarse igualmente a aquellos
bienes y servicios que suministra el sec­
tor público. La "libertad de entrada" a
estos servicios para el sector privado
que establece la nueva Constitución es,
así, un avance importante. De hecho,
ésta es la situación que ha prevalecido
tradicionalmente en la provisión de ser­
vicios sociales, como lo indica la alta
participación privada en la prestación de
servicios de educación y salud.

Como la competencia no es viable
cuando existen verdaderos "monopolios
naturales", estos mismos principios es­
tablecen que el gobierno debe ser, en
principio, quien asuma la producción.
Pero el principio de control contra el
abuso de posiciones dominantes en el
mercado es igualmente aplicable en es­
tos casos. Por este motivo. la nueva
Constitución establece diversos meca­
nismos de regulación aplicables en es­
tos casos: a la posibilidad de regular la
fijación de tarifas de servicios públicos.
que ya había establecido la reforma
constitucional de 1936, se han agrega­
do ahora nuevos mecanismos de con­
trol por parte de los usuarios, exigencias
de eficiencia en su prestación y, en últi­
ma instancia, la posibilidad de privatiza­
ción, cuando las "fallas del gobierno"
superen a las del mercado. El proyecto
de ley sobre servicios públicos domici­
liarios desarrolla estos principios, crean­
do dos instancias de control: los Comi-

tés de Desarrollo de los servicios públi­
cos, compuestos de las autoridades po­
líticas Yde los usuarios, y la Superinten­
dencia de Servicios Públicos, que fija
tarifas, establece indicadores de ges­
tión, promueve la competencia, evita
abusos del poder monopólico y puede
intervenir directamente las empresas
cuando no cumplen los criterios estable­
cidos. El proyecto establece, además,
múltiples mecanismos de participación
privada en estos casos, diferentes a la
propiedad -los cuales tienen, además,
múltiples antecedentes en Colombia­
,27/, que desarrollan el principio de com­
plementación entre las actividades pú­
blicas y privadas, aunque discrimina, en
cierto sentido, contra aquellas empre­
sas públicas que optan por no utilizar
estas alternativas (v.gr., estas empre­
sas nunca pueden tener libertad para
fijar sus tarifas).

La aplicación de los nuevos princi­
pios constitucionales extiende, así, el
sistema mixto (público/privado) que ha
tenido el país en servicios sociales a los
servicios públicos domiciliarios, con ba­
se en dos principios fundamentales:
complementariedad y competencia en­
tre los sectores público y privado,
abriendo, asl, la posibilidad de participa­
ción privada a través de muy diferentes
modalidades, cuyas virtudes relativas
varlan de caso en caso. La aplicación de
estos principios debería hacerse exten­
siva, por lo demás, a otras áreas donde
el sector público tiene una participación
importante, muy especialmente a la
banca, donde los criterios de reprivatiza­
ción de las entidades nacionalizadas en
la década pasada y de eventual privati­
zación de las entidades tradicionalmen-

te públicas no se han hecho hasta ahora
explícitos e incluso en algunos casos ha
acrecentado la concentración del poder
económico en el sector.

D. La política social

Pese a las discrepancias entre la
Constitución, el Plan de Desarrollo y el
diagnóstico de diversos analistas. existe
un poderoso elemento de consenso: la
necesidad de aumentar el gasto público
social. El tema es particularmente im­
portante en la situación actual de Co­
lombia por tres razones diferentes. En
primer término, existe evidencia amplia
según la cual las tendencias favorables
que se experimentaron en el país en la
década del setenta en materia de distri­
bución de ingreso y reducción de los
niveles de pobreza se han interrumpido
en los últimos años e incluso pueden
estarse revirtiendo 28

/. En segundo lu­
gar, existe un acuerdo en torno a que,
independientemente de la mejoría que
experimentaron las condiciones socia­
les del pais en décadas pasadas, todos
los indicadores correspondientes son
insatisfactorios y contribuyen -conjun­
tamente con otras causas- a agudizar
el clima de violencia. Finalmente, existe
también clara evidencia del retroceso
que ha experimentado el gasto público
social desde mediados de la década de
los ochenta sobre niveles que, medidos
como proporción del PIB, eran relativa­
mente bajos, y que dicho retroceso se
ha reflejado en el deterioro de la calidad
de algunos servicios sociales29/•

El mejoramiento o deterioro de las
condiciones de vida de la población es,
por supuesto, el resultado conjunto de
la gestión macroeconómica, tanto co-



yuntural como estructural, y de los es­
fuerzos en el frente del gasto social. A lo
largo de la última década, la literatura
económica internacional ha otorgado un
peso cada vez mayor al primero de di­
chos determinantes. Esta dimensión
macroeconómica se encuentra desarro­
llada sólo en forma escueta en el actual
Plan de Desarrollo. El análisis de los
efectos de los programas de reestructu­
ración sobre la situación social se limita
en el Plan a consideraciones sobre la
evolución previsible de los indicadores
de necesidades básicas insatisfe­
chas30

/. Como estos últimos tienen una
tendencia a la mejoría mucho más iner­
cial que los indicadores de pobreza me­
dida a través de ingresos, este enfoque
resulta ciertamente incompleto.

El principal estudio realizado sobre
este tema llega a conclusiones bastante
pesimistas sobre los efectos sociales de
los actuales programas de reestructura­
ción31 /. Este trabajo indica que tanto los
programas de reestructuración del sec­
tor público como de apertura (si, en este
último caso, se compensan, como se ha
venido haciendo, los menores recaudos
arancelarios con aumentos del IVA) tie­
nen efectos adversos sobre los principa­
les indicadores sociales. Debido al peso
que tiene la mano de obra calificada en
el empleo gubernamental, los efectos
del programa de reestructuración del
sector público son mayores en los deci­
les más altos de la distribución del ingre­
so. La apertura a las importaciones tie­
ne, por el contrario, efectos desfavora­
bles sobre los ingresos de casi todos los
sectores sociales, con un impacto distri­
butivo ligeramente regresivo. En pala­
bras de los autores:

El resultado de largo plazo es, asi, una
economía más competitiva internacional·
mente, con un sector externo más fuerte,
menos sujeta a presiones inflacionarias y
sin desequilibrios fiscales; pero con unos
niveles de ingreso real reducidos, espe·
cialmente entre los estratos más pobres
de la ciudad, un deterioro de los indicado·
res sociales y una menor productividad
laboral32/.

Este estudio concluye, además, que
una política agresiva de gasto social
tiene un impacto favorable sobre la acti­
vidad económica y los niveles de pro­
ductividad. No obstante, si los progra­
mas sociales respectivos se financian
con aumentos en los impuestos -sin lo
cual no serían, por lo demás, sosteni­
bles-, dichos efectos sólo se percibirán
en el largo plazo. Así las cosas, dicha
política es inadecuada como mecanis­
mo para compensar los efectos adver­
sos que tendrán los programas de rees­
tructuración durante los primeros años.
El Plan de Desarrollo comparte implíci­
tamente esta conclusión, ya que señala
que los efectos esperados de las inver­
siones en capital humano sólo tendrán
un efecto significativo sobre la actividad
económica en el segundo lustro de la
década de los noventa.

Respondiendo a las deficiencias que
han manifestado los instrumentos tradi·
cionales de acción del Estado en esta
área y a tendencias en boga a nivel
internacional, el nuevo Plan de Desarro­
llo formula tres principios básicos para
el diseño de la política social. El primero
de ellos es la focalización del gasto ha­
cia los sectores de menores ingresos. El
segundo es la preferencia por subsidios
a la demanda sobre aquellos canaliza­
dos a través de la oferta de servicios. El
tercero es el diseño de un esquema

administrativo más adecuado para la
ejecución de la política social, básica­
mente a través de la delegación de di­
versas funciones de prestación de ser­
vicios en el sector privado y, para aque­
llas que permanezcan en manos del
sector público, en entidades de nivel
regional o local.

Estos principios apuntan a la solu­
ción de problemas reales. Más aún,
ellos han venido introduciéndose gra­
dualmente en el diseño de la política
social en los últimos años. La focaliza­
ción ha sido, por ejemplo, la esencia del
Plan Nacional de Rehabilitación, de los
programas de atención preescolar lan­
zados por la Administración Barco y del
nuevo programa de vivienda de la Admi­
nistración Gaviria. La reorientación ha­
cia subsidios de demanda ha tenido su
expresión más acabada en el nuevo
programa de vivienda popular, pero
también fue la esencia de la reforma al
sistema nacional de salud en 1988, aun­
que en este último caso ha tenido pocas
implicaciones prácticas. Por otra parte,
la prestación de servicios sociales -aun
a diferencia de los servicios públicos
domiciliarios- no ha sido ni mucho me­
nos privilegio del sector público en Co­
lombia. El sector privado tiene una alta
participación, mayoritaria en algunos
casos, en la educación secundaria, uni­
versitaria, en la prestación de servicios
de salud (incluyendo aquellos asocia­
dos a la seguridad social, a través de las
Cajas de Compensación Familiar).

La aplicación plena de estos princi­
pios presenta, sin embargo, algunos
obstáculos, tanto de carácter práctico
como conceptual, que obligan a un cier­
to pragmatismo en su instrumentación.
El modelo de subsidios de demanda
focalizados tiene dos problemas dife­
rentes. En primer término, supone la
existencia de una oferta privada ade-

cuada en cantidad y calidad. Este su­
puesto no se cumple en la mayoría de
los casos en cuestión y no sólo en razón
de "barreras a la entrada", que en el
caso de los servicios sociales no existen
en Colombia. El segundo es el costo
potencial de la ejecución de algunos
programas de subsidio focalizado. Es
casi surrealista pensar, por ejemplo, en
un sistema de distribución de subsidios
directos para el pago de servicios de
agua, luz y teléfono como sustituto del
actual sistema de tarifas diferenciales
por estrato social. No es, por ello, sor­
prendente, que en la práctica el principio
de "focalización" se aplique a través de
la selección del tipo de programas a
financiar, siguiendo indicadores indirec­
tos sobre su incidencia distributiva33

/.

Este es el enfoque que utiliza de hecho
el Plan de Desarrollo, al hacer énfasis
sobre programas tales como la univer­
salización de la educación primaria, el
incremento en la matrícula secundaria,
la atención primaria en salud y progra­
mas de nutrición, la mayoría de ellos
prestados a través de entidades esen­
cialmente públicas.

La participación privada en la presta­
ción de los servicios públicos y sociales
es altamente deseable, pero no está
tampoco exenta de problemas. El prime­
ro es la atracción natural que genera el
mercado en economías con fuertes dis­
paridades distributivas a que el sector
privado oriente su oferta -al menos la
oferta de calidad- hacia los sectores de
mayores ingresos. El sistema resultante
es un régimen mixto de prestación de
servicios, como el que existe ya en edu­
cación y salud en Colombia, mediante el
cual el sector privado orienta su oferta a
los sectores de mayores ingresos y el
público a los de menores ingresos. Este
sistema choca con principios políticos
básicos, según los cuales el Estado no
debe fomentar la reproducción de las

30/ Presidencia de la República y Departamento Nacional de Planeación (1991), Cap. VII.

31/ Lora y Ramirez (1991). Véase también Perry el al. (1992).

32/ Lora y Ramírez (1991), p. 83.
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33/ Selowsky (1979) presenta, al respecto, cálculos de la incidencia de distintos tipos de gasto por
estratos de la distribución del ingreso.
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341 Esto es lo que indican los resultados de las pruebas dellCFES para bachilleres: aunque dichos
resultados son, en promedio, superiores para los colegios privados, la varianza de la calidad de
los resultados de los estudiantes de dichos planteles es también mayor; lo que es más importante,
la superioridad de los colegios privados no es válida si se ajusta por sector socio-económico, ya
que los estudiantes de los "colegios piratas" a los cuales acceden los estratos medios y bajos de
la población tienen resultados más pobres que los estudiantes de colegios públicos que per­
tenecen a los mismos estratos; por último, la mejor calidad de los colegios privados elitistas sólo
se obtiene a costos que son tres o cuatro veces superiores a los de los colegios públicos. Véase
Coyuntura Social, No. 2, mayo de 1990, pp. 57-61, YZuleta et al. (1992), Cap. VI.

351 Ministerio del Trabajo y Seguridad Social, "Bases para la reforma sobre el ré9imen de pen­
siones", Noviembre de 1991, reproducido en FESCOL, La reforma del régimen pensional en
Colombia: Documentos de Trabajo, B090tá, febrero de 1992.
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desigualdades sociales y mucho menos
promover la segregación social.

El segundo problema, íntimamente
relacionado con el anterior, es la dificul­
tad del Estado para controlar la calidad
de los servicios, particularmente aque­
llos prestados por el sector privado. El
Plan de Desarrollo lo reconoce explíci­
tamente en relación con la educación
universitaria y propone eliminar las fun­
ciones que ha venido ejerciendo teórica­
mente el ICFES en tal sentido. A través
de los sistemas de selección de profe­
sionales, el Estado tiene, sin embargo,
alguna capacidad para regular la cali­
dad de los servicios que ofrece34/.

Existen otras "fallas del mercado" en
el caso de los servicios sociales y otros
problemas asociados a principios de ca·
rácter político que deben tenerse en
cuenta en su diseño. Entre los primeros,
conviene resaltar que en esta actividad
abundan los "monopolios naturales",
problema~ de información, incentivos
erróneos que podrían generar los subsi­
dios de demanda, y costos que son difí­
ciles de recuperar en razón de las exter­
nalidades, del carácter público de los
bienes o de otras razones. Por último,
uno de los principios políticos básicos
que debe incorporarse en el diseño de
los servicios sociales es el de solidari­
dad. Tal vez el problema más importante
de un sistema puramente privado de
seguridad social, como el chileno, es
precisamente la ausencia de este prin­
cipio; por ello, y por razones fiscales, la

propuesta preliminar del gobierno en es­
te frente es un régimen mixto, en el cual
el subsistema público garantizaría una
pensión mínima a todos los cotizantes al
subsistema públic0351

En cierto sentido, Colombia está ata­
da al sistema mixto de prestación de
servicios sociales que ha tenido desde
hace ya mucho tiempo. Ello no debe ser
visto con recelo, ya que este sistema
tiene muchas virtudes, y por ello debe
extenderse a los servicios públicos do­
miciliarios, según lo hemos señalado en
la sección anterior. Un régimen de este
tipo permite corregir mucho mejor las
múltiples "fallas del mercado" que son
intrínsecas a un sistema puramente pri­
vado, sin eliminar la competencia para
el sector público. Dentro de un sistema
de esta naturaleza, es conveniente in­
troducir con gradualidad y pragmatismo
los principios que formula el nuevo Plan
de Desarrollo. La ampliación de la esfe­
ra privada en algunos de estos casos
puede ser deseable, pero requiere de
múltiples correctivos, los más importan­
tes de los cuales son evitar la tendencia
a la segregación social que implica el
sistema y garantizar oferta de servicios
privados de calidad para los sectores de
menores ingresos. Esto último sólo es
posible con un desarrollo de un fuerte
sector solidario, a lo cual deben, por lo
tanto, enfocarse las energías correspon­
dientes. Pero, ante todo, la posibilidad
de ampliar la esfera de acción privada
no debe distraer la atención del Estado
de lo que, en esencia, continuará siendo

sU gran tarea: mejorar el subsistema
público de prestación de servicios.

111. LA APERTURA ECONOMICA

A. El diseño de la apertura comercial

El proceso de apertura de la econo­
mía colombiana que se inició en los
primeros meses de 1990 no carece de
antecedentes.

Entre comienzos de la década del
setenta y 1982 experimentó una libera­
ción de importaciones relativamente
ambiciosa, pero gradual, que se reflejó
en la reducción de los aranceles, la eli­
minación de la lista de prohibida impor­
tación, la reducción del alcance de la
licencia previa y de la tasa de rechazos
de las solicitudes (Cuadro 4). Los subsi­
dios a las exportaciones se redujeron
drásticamente a mediados de la década
del setenta pero, posteriormente, ante el
estancamiento y colapso que experi­
mentaron las ventas externas de estos
productos, se aumentaron en forma mo­
derada.

Unida a los efectos de la revaluación
real del peso generada por la bonanza
cafetera de los años setenta y la poste­
rior bonanza de capitales, este proceso
de liberación terminó en una violenta
crisis de balanza de pagos (Cuadro 5),
que llevó a la Administración Betancur a
revertirlo en forma rápida y drástica. Pa­
ra mediados de la década de los ochen­
ta, los aranceles se habían elevado sus­
tancialmente (incluida la sobretasa a las
importaciones), prácticamente todos los
productos del universo arancelario esta­
ban bajo prohibida importación o licen­
cia previa y la tasa de rechazos de soli­
citudes de importación se había elevado
a niveles desconocidos en más de una
década. Los subsidios a las exportacio­
nes también se habían elevado en forma
sustancial y se había iniciado uno de los
procesos de devaluación más especta­
culares de la historia económica del país
(Cuadro 4).

El retorno a un régimen engorroso de
protección y subsidio a las exportacio­
nes fue objeto de una oposición severa
por parte del Banco Mundial. Como par­
te de las condiciones establecidas en un
crédito concedido por dicho organismo
al gobierno para financiar las importa­
ciones requeridas por los sectores de
exportación, a mediados de 1985 se
inició un proceso de liberación de impor­
taciones y reducción de los subsidios a
las exportaciones.

Hasta fines de 1989, el proceso de
liberación fue, sin embargo, moderado.
En efecto, después del traslado inicial
de poco más de la tercera parte del
arancel a la lista de libre importación y
la reducción sustancial de la de prohibi­
da importación, el régimen de licencias
no se alteró adicionalmente en los cua­
tro años siguientes (Cuadro 4).

De hecho, virtualmente todos los ar­
ticulos que competían con la producción
nacional se mantuvieron en licencia pre­
via y algunos en prohibida importación.
La tasa de rechazos de solicitudes se
mantuvo, además, en niveles muy altos
hasta 1988 y sólo vino a reducirse sus­
tancialmente en 1989. Los aranceles se
redujeron, pero al mismo tiempo se eli­
minaron una gran cantidad de exencio­
nes.

Este hecho, conjuntamente con la
elevación sustancial de la sobretasa a
las importaciones, resultó en un aumen­
to efectivo de los gravámenes a las im­
portaciones, según se refleja en la evo­
lución de los derechos efectivamente
pagados. Para diciembre de 1989, el
arancel promedio del país, incluida la
sobretasa, era todavía del 43.7%. Para
los bienes de producción nacional, la
protección efectiva resultante (es decir,
la protección al valor agregado en los
distintos procesos productivos) era del
90.9% (Cuadro 6). Aunque muchos sec­
tores (incluso la mayoría) no utilizaban
la mayor parte de esta protección otor-



CUADRO 4

POLlTICA COMERCIAL, 1967 -1991

Arancel SoIn1asa Arancely Distribucióndeluniverso Iqlortaciones Ellcesode Eqlivalente Tasa de Mn1ivos Tasa de
nominal al básicaal sobretasa arancelariosegún régimencl bajo licencia demandade arancelario cambio real alas cambio real

promedio previacomo % licenciasdI de régimen menores exportaciones efectiva
pagados Lilre Licencia Prohilida detolalde delicencias de menores de

Importación Previa Importación importaciones exportaciones exportaciones
(1986=100) (1986aloo)<d>

1967 65.6 bl 3.0 14.7 96.2 41.0 36.2 75.1 23.1 73.4
1968 15.1 83.0 19.4 25.0 76.6 21.2 80.1
1969 16.2 82.8 21.6 25.7 78.9 19.1 79.9
1970 51.9 17.5 81.0 8.9 20.9 81.0 19.8 84.7
1971 16.4 3.4 80.4 16.2 71.7 12.7 19.9 82.6 22.6 90.0
1972 16.5 71.9 12.9 20.0 85.8 26.8 96.6
1973 16.7 20.2 79.8 0.0 68.8 6.0 17.0 82.6 26.6 95.0
1974 5.0 13.4 29.6 70.4 0.0 56.4 3.4 13.3 76.2 23.5 90.9
1975 32.6 6.5 15.3 34.1 65.9 0.0 57.2 13.3 79.3 13.0 85.1
1976 16.1 60.2 14.0 79.3 10.2 81.9
1977 17.2 58.8 13.7 71.7 9.9 73.4
1978 30.5 15.7 52.8 47.2 0.0 57.2 13.3 70.4 14.1 76.0
1979 28.2 16.4 66.7 33.3 0.0 55.6 1.1 12.4 67.1 14.1 72.6
1980 26.0 14.9 56.0 1.4 12.6 67.8 15.1 74.8
1981 25.9 6.5 14.8 47.8 3.4 11.3 65.4 16.4 73.9
1982 14.8 70.8 29.2 0.0 45.3 3.7 10.8 60.4 18.8 70.0
1983 14.5 41.9 58.1 0.0 58.6 19.5 18.9 62.9 23.7 70.9
1984 41.7 7.0 14.8 0.5 83.0 16.5 71.9 23.8 23.6 71.1 27.0 79.0
1985 31.4 15.0 19.3 27.0 71.6 1.4 85.2 35.4 31.1 89.7 26.4 89.9
1986 23.9 36.2 62.7 1.1 57.6 19.2 18.6 100.0 18.4 100.0
1987 18.0 24.9 37.8 61.1 1.1 54.7 22.5 18.9 103.7 15.6 100.1
1988 24.1 38.7 60.3 1.1 52.8 18.0 17.0 101.5 14.1 98.9
1989 26".6 22.4 38.8 60.1 1.1 55.3 2.3 12.7 98.3 14.8 101.5
1990 21.1 13.0 18.1 96.7 3.3 0.0 38.3 3.5 9.2 103.1 13.3 112.5
1991 6.1 8.0 13.3 98.6 1.4 0.0 11.8 0.5 el 88.0 10.9 106.9

al Fin de año. Promedio no ponderado.
bl 1964.
el Agosto. 1971 y 1973; Junio. 1974; Febrero. 1975 y 1978: Septiembre. 1979. Fin de año desde 1982.r <1.L.\~mac\oo ~~\itt1:;~1Z~~~cep\O en 1980)_

CUADRO 5

PRINCIPALES INDICADORES MACROECONOMICOS DE COLOMBIA,

1970-1991

Crecimiento Crecimiento Inflación Tasa de cambio real (1986-100) Balance en cuenta Cambio en
PIB total PIB industrial IPC (Die-Die) Fedesarrollo Banco de la corriente como % reservas como

República de exportaciones % de exporta-
ciones.

1970 6.2 6.3 5.9 72.2 -37.0 0.1
1971 6.0 8.5 12.6 75.6 -61.5 9.2
1972 7.7 10.7 14.6 79.2 -21.0 13.2
1973 6.7 8.5 27.4 79.4 -6.2 10.5
1974 5.7 8.3 29.5 78.9 -27.8 -6.0
1975 2.3 1.2 22.1 85.1 -7.4 6.8
1976 4.7 4.4 20.5 82.5 88.0 8.5 28.0
1977 4.2 1.4 31.3 71.7 79.1 14.6 24.8
1978 8.5 10.0 18.9 72.4 78.8 10.3 20.4
1979 5.4 6.1 28.0 71.1 75.3 14.6 46.1
1980 4.1 1.2 26.7 70.5 n.O 2.4 30.4
1981 2.3 -2.6 26.3 66.2 75.2 -SO.7 6.3
1982 0.9 -1.4 24.1 61.7 69.7 -87.9 -22.6
1983 1.6 1.1 16.7 62.2 67.8 -89.8 -54.6
1984 3.4 6.0 18.3 67.6 73.6 -57.6 -45.4
1985 3.1 3.0 22.5 76.8 84.3 -41.9 11.3
1986 5.8 5.9 20.9 100.0 100.0 8.7 22.5
1987 5.4 6.2 24.0 108.7 102.5 -0.4 -0.6
1988 4.1 1.9 28.1 113.0 102.6 -4.0- 6.9
1989 3.2 2.9 26.1 117.4 104.7 -3.2 2.5
1990 4.2 6.6 32.4 133.5 117.5 9.5 8.9
1991 1.8 -2.9 26.7 131.2 114.1 32.1 24.9--O

~I\)
FUENTES: DANE y Banco de la República. 1991: Fedesarrollo._lO
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se compara con los procesos previos de
Chile, Bolivia, México y el que habia
iniciado para entonces Venezuela371. El
programa era gradualista en su concep­
ción, por dos razones diferentes: se pen­
saba que era necesario dar a los secto­
res productivos un tiempo prudencial
para adecuarse a la mayor competencia
de las importaciones y se debía evitar,
por otra parte, un deterioro de la balanza
de pagos que obligara a revertir las me­
didas de liberación, como habla aconte­
cido a comienzos de la década de los
ochenta.

El proceso se concibió entonces en
dos etapas. En la primera, que tendría
lugar durante dos años, se eliminarían
gradualmente las licencias de importa­
ción, al tiempo que se sustituía por aran­
celes más altos para los productos cuya
protección arancelaria resultara insufi­
ciente. Todos los productos estarían su­
jetos, sin embargo, a alguna competen­
cia externa, a través de mecanismos
relativamente automáticos de asigna­
ción de licencias de importación, que
reducían considerablemente la discre­
ción del INCOMEX en su asignación y la
eliminaban en la mayoría de los casos.
Solamente el sector agrícola quedó ex­
ceptuado entonces del programa de li­
beración. Durante la segunda etapa del
programa que, según las autoridades,
tendría lugar durante tres años, se redu­
cirían gradualmente los aranceles, has­
ta alcanzar un promedio de 25%, el cual
se consideraba adecuado para proteger
la producción nacional. Este programa
estaba acompañado de una aceleración
importante del proceso andino de inte­
gración, de acuerdo con las decisiones

Un estudio no publicado realizado por el Banco de la República a comienzos de 1989 encontró
que los sobreprecios domésticos eran normalmente inferiores a los aranceles nominales para
alimentos (8 vs. 53%), productos del papel (3 vs. 59%) y farmacéuticos (-25 vs. 43%) y sól~

similares para autopartes (37 vs. 43%). La experiencia con las encuestas arancelarias demostro
también que, a los aranceles prevalecientes entonces, no había mucha demanda de Impor­
taciones de bienes de consumo, excepto automóviles. Véanse sobre este último tema Ocampo
(1990) y Hallberg y Takacs (1992)_

CONPES y Consejo Directivo de Comercio Exterior (1990) y Garay (1991), Cap. 1_371

361
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gada36/ , ella era, sin duda, una de las
más altas de la historia económica del
país.

Por último, aunque los subsidios a
las exportaciones se redujeron también
a lo largo de estos años, este proceso
estuvo ampliamente compensado por la
devaluación real. Además, en 1985 se
eliminó el requisito de consultar la exis­
tencia de producción nacional para los
insumos y bienes de capital importados
a través del Plan Vallejo. Esto indica
que, a partir de entonces, los sectores
de exportación tuvieron acceso efectivo
a los insumos extranjeros con precios
internacionales.

El mantenimiento de altos niveles de
protección no fue óbice para uno de los
periodos más espectaculares de expan­
sión de las exportaciones colombianas.
El gran dinamismo exportador y la soli­
dez de la balanza de pa,::::;s, aun des­
pués del colapso de los precios del café
a mediados de 1989, permitieron que se
generara un consenso sobre la posibili­
dad de profundizar las medidas de libe­
ración. Más allá de ello, la frustración
con algunas caracterlsticas del creci­
miento económico desde mediados de
los ochenta (véase la Sección II.B) ge­
neró un ambiente mucho más favorable
para la adopción de un modelo más
claramente centrado en las exportacio­
nes. A ello contribuyó, finalmente, la
continua presión del Banco Mundial y la
adopción de procesos similares en va­
rios paises de la región.

El programa anunciado en febrero de
1990 por la Administración Barco era,
sin embargo, moderado, en especial si
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381 Para una revisión delluncionamiento de estos esquemas durante 1990. véanse Ocampo (1990)
y Hallberg y Takacs (1992).

391 Para este sector se estableció que se diseñaria un sistema de aranceles variables en lunción
de los precios internacionales. Este sistema, conocido como "lranjas de precios", eleva el
arancel electivo cuando los precios internacionales están muy bajos y, por el contrario,. los
reduce cuando están excepcionalmente altos. El sistema lue adoptado en junio de 1991 (un
poco más tarde para algunos productos). En el intermedio, los produ~tos respectivos se
mantuvieroO'en licencia previa; a partir de la adopción del nuevo sistema, solo se mantuvo para
eltri90.

40/ CONPES (1990).
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de los presidentes de la subregión reu­
nidos en las Islas Galápagos en diciem­
bre de 1989 (véase la Sección 1I1.C).

Como primeros pasos en la nueva
dirección, entre febrero y julio se reduje­
ron ligeramente la sobretasa a las im­
portaciones y los aranceles, se amplió
la lista de libre importación y se crearon
nuevos sistemas de asignación de per­
misos de importación bajo licencia pre­
via. Esto último se hizo dividiendo los
productos correspondientes en cuatro
listas: (a) una de "previa-libre", en la cual
no había virtualmente ninguna restric­
ción; (b) una de "previa-cupo", en la cual
la cuota se asignaba en forma automá­
tica entre los distintos solicitantes: (c)
una de "encuestas arancelarias", en la
cual las licencias se asignaban median­
te un sistema de remates; y (d) una
pequeña lista de "previa-previa", en la
cual se mantenía la discreción de las
autoridades, que c:.;!::~:::< básicamente
productos agrícolas, bienes de seguri­
dad nacional e insumas susceptibles de
utilizarse en actividades de narcotráfi­
co38/. Solamente el sector agrícola que­
dó exceptuado entonces del programa
de liberación.

Como parte del propósito de sustituir
los instrumentos de protección, la Admi­
nistración Barco había también acelera­
do el ritmo de devaluación a mediados
de 1989. Sin duda, esta decisión había
estado dirigida también a compensar los
efectos desfavorables esperados del
colapso del acuerdo internacional del
café que tuvo lugar entonces. Como re-

sultado de ello, para fines de dicha ad­
ministración, el país tenía una tasa de
cambio extremadamente competitiva,
aunque nadie se refirió entonces a ella
como una tasa "subvaluada". Los es­
fuerzos de devaluación real incluso se
acentuaron en los últimos meses de
1990, bajo la nueva administración.

En su discurso de posesión, el presi­
dente Gaviria respaldó el gradualismo
como la estrategia central del programa
de apertura. Las primeras decisiones de
la nueva administración estuvieron en­
marcadas dentro de este espíritu: la am­
pliación de la lista de libre importación y
rebajas adicionales de la sobretasa a las
importaciones y los aranceles, especial­
mente de bienes de capital. En noviem­
bre de 1990 se anunciaron, sin embar­
go, medidas mas ambiciosas: se eliminó
virtualmente el régimen de licencia pre­
via, se hizo extensiva la liberación al
sector agropecuario, aunque con instru­
mentos de protección adicionales391

y se anunció un cronograma de reduc­
ción de aranceles, que tendría ~ar du­
rante los tres años siguientes /. Este
proceso estuvo acompañado, además,
de una aceleración de la integración an­
dina en relación con las metas acorda­
das en diciembre de 1989 (Sección
III.C).

Como elemento complementario de
la nueva política, en octubre de 1990 se
eliminaron virtualmente los subsidios
crediticios de PROEXPO y en diciembre se
aprobó la primera de una serie de reba­
jas del CERT, que entró en vigencia en

mayo del año siguiente. Además, en
diciembre de 1990 el Congreso aprobó
las nuevas Leyes Marco de Comercio

. Exterior Y de Cambios Internacionales.
La primera introdujo un nuevo esquema
institucional para el comercio exterior
del país, incluido un ministro del ramo y
la transformación de PROEXPO en un
Banco de Comercio Exterior. La segun­
da descentralizó el manejo cambiario en
manos de los intermediarios financieros
y eliminó virtualmente el control de cam­
bios para las transacciones de servicios.
Como muchos bienes de capital se han
filtrado en Colombia a través de la cuen­
ta de servicios, esta última decisión tuvo
implicaciones macroeconómicas muy
importantes, según veremos más ade­
lante. Ella estuvo acompañada, ade­
más, de una generosa amnistía cambia­
ria, adoptada en el marco de la reforma
tributaria de 1990.

El gradualismo implícito en los pro­
gramas de apertura de febrero y no­
viembre de 1990 tenía sólidos funda­
mentos teóricos y amplios antecedentes
nacionales e internacionales. En ambos
casos se adujo la necesidad de dar un
tiempo prudencial a las industrias afec­
tadas para reconvertirse. El período
otorgado era, de hecho, reducido, pero
quizás no era necesario un tiempo más
largo, dado que muchas industrias ya
estaban en pleno proceso de moderni­
zación. La Administración Barco utilizó
como argumento adicional la necesidad
de evitar los efectos desfavorables so­
bre la balanza de pagos, que podrían
echar al traste todo el programa, como
de hecho había acontecido a comienzos
de la década de los ochenta, pero este
argumento resultó poco importante en la
práctica. Pese a sus sólidos fundamen­
tos teóricos y a la propia experiencia con
el manejo exitoso de procesos similares
en el pasado, la Administración Gaviria
terminó dando al traste con el gradualis-

411 Correa y Escobar (1990).

mo en 1991, más que por sus deficien­
cias intrínsecas (como se argumentó)
por las vicisitudes del manejo macroe­
conómico.

B. Las vicisitudes macroeconómicas
de la apertura

Las mayores dificultades en el mane­
jo macroeconómico estuvieron asocia­
das al tipo de cambio y a los flujos
internacionales de capital de corto plazo
en un contexto de altos ritmos de infla­
ción para los patrones colombianos. La
aceleración del ritmo de crecimiento de
los precios fue un fenómeno caracterís­
tico de la recuperación que experimentó
la economía colombiana desde media­
dos de los ochenta (Cuadro 5) y estuvo
asociada, no tanto a fenómenos de de­
manda, como a choques sucesivos de
oferta experimentados desde 1987 en
un contexto de mayor indización, parti­
cularmente salarial. Los choques de
oferta provinieron en forma secuencial
del mercado de alimentos, de precios
internacionales de productos comercia­
Iizables y de la devaluación4tl

.

Desde 1990 pero, especialmente, en
1991, el manejo externo pasó a jugar un
papel cada vez más protagónico en la
politica macroeconómica y, especial­
mente, antinflacionaria. En efecto, en
1990 se retornó a una situación de su­
perávit en cuenta corriente, en cuantías
que no difieren de las magnitudes tipi­
cas de las bonanzas cafeteras del pasa­
do (Cuadro 5). La situación se vio agu­
dizada a comienzos de 1991, ya que el
auge de las exportaciones no tradicio­
nales, especialmente manufactureras,
coincidió con una paradójica reducción
de las importaciones.

Dado que no era posible compensar
el superávit en cuenta corriente median­
te un superávit del Fondo Nacional del
Café, como era característico de las bo-



nanzas cafeteras del pasado, las autori­
dades tenían tres alternativas para ma­
nejar la coyuntura: (1) permitir su mone­
tización; (2) generar un superávit fi.scal
compensatorio; o (3) adoptar medidas
orientadas a reducir el crédito interno y
externo al sector privado. Dada la co­
yuntura inflacionaria heredada y .Ia !uer­
te aceleración en el ritmo de creCimiento
de los precios a fines de 1990, la primera
alternativa fue desechada y, por el con­
trario, la Administración Gaviria adoptó,
en forma moderada, primero, yacelera­
da desde los últimos días de 1990, me­
didas orientadas a reducir drásticamen­
te el ritmo de crecimiento del crédito
doméstico y de los medios de pago.

Aunque la situación fiscal evolucionó
en un sentido favorable, el grueso del
esfuerzo de estabilización recayó sobre
los instrumentos monetarios. A comien­
zos de 1991 el gobierno adoptó un en­
caje marginal del1 00% sobre depósitos
en cuenta corriente y a término y comen­
zó a realizar operaciones masivas de
mercado abierto. Esta política, lejos de
reducir la acumulación de reservas in­
ternacionales, tendió más bien a au­
mentarla, derrotando así el objetivo de
control monetario de las autoridades.

Las razones de este resultado fueron
de dos tipos. En primer término, las me­
didas monetarias, unidas a la desacele­
ración de la devaluación, generaron, a
través de un gigantesco diferencial entre
la tasa de interés doméstica y aquella
que se podía obtener en e! ext~rior (tasa
de interés más devaluacion), incentivos
masivos a la entrada de capitales, en el
momento mismo en que la liberación y
amnistía cambiarias habían facilitado el

ingreso de capitales. De hech?, análisis
recientes muestran que la politlca adop­
tada en enero de 1991 -la combinación
de un encaje marginal del 100%, opera­
ciones masivas de mercado abierto y
reducción de la devaluación- es preci­
samente la que maximiza la acumula­
ción de reservas421

Por otra parte, al generar una fuerte
recesión doméstica, especialmente en
el sector industrial, la política contribuyó
a acrecentar en forma significativa el
superávit comercial. En efecto, la rece­
sión doméstica y la contracción crediti­
cia generaron una parálisis de la inver­
sión privada, según lo indica la informa­
ción que proporciona la Encuesta de
Opinión Empresarial de Fedesarrollo.
Este comportamiento desfavorable de la
inversión privada, conjuntamente con la
disminución de las importaciones oficia­
les fueron la causa básica de la caida en
las compras externas43

/. Es importante
resaltar, sin embargo, que pese al com­
portamiento desfavorable de la deman­
da, los pagos por importaciones aumen­
taron, gracias a las medidas de acelera­
ción de giros44

/.

Ante la ineficacia del control moneta­
rio, las autoridades centraron su aten­
ción sobre la tasa de cambio y el crono­
grama arancelario. En el pri~er cas~ se
argumentó que era necesano corregir la
subvaluación de la tasa de cambio, que
estaba generando presiones inflaci~na~

rias indebidas. En el segundo se senalo
que el gradualismo era la causa básica
de la baja demanda de importaciones,
ya que la expectativa de reducciones del;
arancel estaba llevando a todos los ,
agentes a postergar sus decisiones de

importación, contribuyendo, así, a la
abundancia de divisas. Este argumento,
dejaba, por supuesto, de lado, las cau­
sas más básicas de la baja demanda de
importaciones señaladas en el párrafo
anterior; su escasa importancia relativa
se hizo palpable con los eventos poste­
riores, ya que el dinamismo de las im­
portaciones no aumentó después de la
aceleración de la apertura45/.

En cualquier caso, el nuevo diagnós­
tico sirvió de base para una serie de
decisiones radicales adoptadas a partir
de junio, que también incluyeron algu­
nas tímidas medidas para frenar la ma­
siva entrada de capitales a través de la
cuenta de servicios. En dicho mes se
adoptaron, en efecto, las siguientes de­
cisiones: (1) el establecimiento de una
retención en la fuente del 3% para fines
tributarios sobre los ingresos de servi­
cios desde el exterior; (2) la aceleración
de la desgravación arancelaria prevista
para enero de 1992, acentuando, al mis­
mo tiempo, las rebajas programadas pa­
ra bienes de consumo y varios interme­
dios; (3) la reducción de la sobretasa a
las importaciones del 13 al 10%; (4) el
establecimiento de un programa espe­
cial de importaciones de bienes de capi­
tal con un arancel global (incluida la
sobretasa) del 10%, atado al giro antici­
pado del 30% del valor de dichas com­
pras; y (5) la reintroducción del sistema
de certificados de cambio diferidos para
las compraventas de divisas del Banco
de la República; esta decisión implicó
una revaluación inicial del 7% que ten­
dió, sin embargo, a moderarse en los
meses siguientes.

Esta revaluación moderada del peso,
lejos de resolver el problema, lo tendió
a agudizar, por dos razones diferentes.
En primer término. porque se mantuvo
la política monetaria previa y, por ende,
los diferenciales de tasas de interés que
estaban induciendo la entrada masiva
de capitales. En segundo lugar, porque
se dio la señal clara de que el gobierno
no controlaba la tasa de cambio, lo cual
generó expectativas de revaluación aún
mayores, que generaron incentivos a
aceletar la repatriación de capitales. El
resultado fue, por lo tanto, una acumu­
lación acelerada de reservas en los me­
ses siguientes, que llevó a dos medidas
mucho mas radicales en los meses si­
guientes. La primera de ellas fue la
adopción, en agosto, del arancel progra­
mado para 1994. La segunda fue la de­
cisión, adoptada a fines de octubre por
la Junta Directiva autónoma del Banco
de la República, de extender el plazo de
maduración de los certificados de cam­
bio de tres meses a un año, generando
así una revaluación mucho mayor.

Debido a la aceleración de la apertu­
ra, en año y medio (es decir, entre febre­
ro de 1990 Yseptiembre de 1991, cuan­
do finalmente se instrumentaron las de­
cisiones de agosto) se eliminaron vir­
tualmente todas las restricciones cuan­
titativas y se redujo el arancel en dos
terceras partes. La protección efectiva
promedio para los bienes con produc­
ción nacional se redujo en el mismo
lapso de más del 90 a un 35%. Con la
adopción del arancel común colombo­
venezolano en marzo de 1992, la pro­
tección nominal y efectiva disminuyó
aún más, al 12 y 29%, respectivamente
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Lora (1991).

Ministerio de Desarrollo Económico (1991) Y CONPES (1991).

Durante el año completo, los giros por importaciones crecieron 18% ,en relación con 1990. ~~~~
ma ores iros contribuyeron. por lo tanto, a disminuir las reservas Internacl.onales en US
mill~nes ~ue por si solas hubieran sido suficientes para contrarr~star casI la totalidad de dlO~

• . t' ( a i US$ 900 millones segun la balanza cambiarla emayores In9resos por expor aClonescs.. d
Banco de la República). si no hubiera habido otras fuentes de acumulaclon e reservas.

45/ Entre enero y agosto, las importaciones, según datos de aduanas, habian disminuido un 6.3%
en relación con los mismos meses en 1990. Sin embargo, casi toda la reducción de dicho
periodo se concentró en los cuatro primeros meses; entre mayo y agosto, las importaciones
sólo fueron un 0.7% inferiores al mismo periodo de 1990. Después de la aceleración de la
apertura, es decir entre septiembre y diciembre, las importaciones disminuyeron mucho más:
11.45% en relación con el periodo equivalente en 1990. Durante el primer trimestre de 1992.
las compras se han mantenido a los niveles extremadamente bajos de los mismos meses de
1991.



NOTA: Exportaciones, según manifiestos de aduana, excluyendo café verde carbón petró-
leo, fuel oil y ferroniquel. ' ,

CUADRO 7

EXPORTACIONES MENORES TRIMESTRALES 1987 - 1992

(Millones de dólares)

Trimestre Total

11 111 IV No

1987 323.7 383.7 441.3 529.1 1677.8
1988 454.5 457.5 522.2 523.6 1957.8
1989 454.0 571.0 580.6 565.3 2170.9
1990 522.7 629.3 729.5 828.3 2709.8
1991 797.8 1025.3 936.7 905.1 3664.9
1992 824.0

(Cuadro 4). En forma casi simultánea
con esta última decisión, se redujo el
CERT, llevándolo a un monto máximo del
5% y a un nivel promedio que no es muy
diferente a la incidencia de los impues­
tos indirectos.

Los costos de la ineficaz política ma­
croeconómica seguida a lo largo de
1991 fueron, sin duda, elevados. Aun­
que, después de un rezago inicial con­
siderable, la tasa de inflación se redujo
(más como resultado de la revaluación
que del lento crecimiento de los medios
de pago, ya que este último objetivo no
se logró), la economía experimentó una
recesión severa para los patrones co­
lombianos (Cuadro 5). Al mismo tiempo,
se sacrificó el gradualismo en materia
arancelaria, obligando a los sectores
productivos a un ajuste excesivamente
rápido. Por último, se frenó el auge ex­
portador que el país había experimenta­
do en forma continua desde 1985. En
efecto, según lo indica el Cuadro 7, las
exportaciones menores alcanzaron su
pico en el segundo trimestre de 1991 y
desde entonces muestran una clara ten­
dencia a la baja.

El consenso sobre las deficiencias
de la política macroeconómica seguida
a lo largo de 1991 llevó a las nuevas
autoridades monetarias a adoptar un gi­
ro radical desde fines del mismo año y,
particularmente, a comienzos de 1992.
Este giro se ha manifestado, en particu­
lar, en un cambio en los objetivos mone­
tarios: de metas de crecimiento de los
medios de pago a metas de tasas de
interés. Como resultado del nuevo enfo­
que, se ha inducido una rápida caída de
dichas tasas, con el propósito de frenar
la entrada de capitales. Para el segundo
trimestre del año, la mayoría de las tasas
pasivas se encontraban ya en niveles

reales negativos. Pese a este giro favo­
rable, el peso de la acumulación de re­
servas de 1991 se siente todavía en las
expectativas de revaluación, que siguen
alimentando la entrada de capitales.

El manejo macroeconómico de 1991
y 1992 hizo evidente que, como conse­
cuencia de las reformas estructurales en
curso, las autoridades económicas han
perdido grados de libertad en el manejo
de corto plazo y, en particular, el mone­
tario. Por lo tanto, el manejo macroeco­
nómico ha pasado a depender, mucho
más que en el pasado, de las políticas
cambiaria y fiscal. Esto implica que el
país experimentará en el futuro unas
fluctuaciones mucho más agudas del
tipo de cambio real y de la demanda
agregada interna de lo que ha sido típico
en el pasado.

Esto implica, por lo demás, algo que
nunca fue adecuadamente resaltado en
los diagnósticos del nuevo gobierno:
que la tradición de estabilidad macroe­
conómica de Colombia ha tenido como
presupuestos básicos, no sólo una firme
tradición gradualista en materia de polí­
tica económica, sino también el uso de
un complejo sistema de intervención di­
rigido a moderar los efectos domésticos
de los violentos giros de la balanza de
pagos46/ . La renuncia a estos instru­
mentos con la apertura económica, tie­
ne, así, costos sobre la estabilidad ma- .
croeconómica que no son desprecia­
bles.

C. El proceso de integración

La revitalización de los esquemas de .
integración regional ha sido una de las
características destacadas de las refor­
mas comerciales recientes. Este es, en
cierto sentido, un proceso paradójico, ya ,
que dichos esquemas fueron concebi­
dos como mecanismos para una libera-

FUENTE: Banco de la República.

ción limitada del comercio en un contex­
to de sustitución de importaciones en
escala ampliada. En el caso del Grupo
Andino, después de un corto período de
euforia, en los años que siguieron a su
creación en 1969, se enfrentaron múlti­
ples problemas, asociados a la incapa­
cidad para consolidar un área de libre
comercio y menos aún una unión adua­
nera, a la complejidad e ¡noperatividad
de los programas sectoriales de desa­
rrollo industrial, al incumplimiento de los
compromisos adquiridos y al abandono
por parte de los distintos países de la
filosofía que inspiró inicialmente el
acuerdo. Aunque el comercio andino
creció en forma vigorosa en los años
sete~ta, .dicho crecimiento fue en gran
medida Independiente de las normas
del pacto subregional471•

La crisis se profundizó en los años
OChenta cuando, como consecuencia
de la crisis de la deuda, los países in­
cumplieron en forma masiva los com-

promisos adquiridos y adoptaron medi­
das comerciales y cambiarias que ten­
dían a reducir las importaciones.

Como resultado de ello, el comercio
intrarregional se redujo a la mitad entre
1982 y mediados de la década. En un
intento por evitar el colapso total, los
países introdujeron todo tipo de flexibili­
dad en la aplicación de las normas y
crearon esquemas restrictivos, que que­
daron consagrados en el Protocolo de
Quito de 1987.

A partir de 1989 se hizo evidente un
nuevo compromiso político para revitali­
zar el Pacto, aunque eliminando aquella
parte de sus instrumentos que estaba
orientada hacia la sustitución de impor­
taciones. Este proceso tomó rumbo fir­
me a partir de la reunión presidencial
que tuvo lugar en las Islas Galápagos en
diciembre de 1989. En dicha reunión, se
acordó que los países eliminarían las
normas más restrictivas del libre merca-

461 Esto es lo que indica. por ejemplo, el estudio más importante realizado sobre el control de
cambios colombiano. Véase Fernández (1987).
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471 Véase, por ejemplo, Garay (1981).
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dichas negociaciones se lleven a cabo
preferencialmente por parte del Grupo
Andino en su conjunto.

Las discrepancias profundas fueron
discutidas ampliamente por los presi­
dentes en Cartagena, en diciembre de
1991, llegando en principio a acuerdos
sobre estos temas. Estos acuerdos, que
quedaron consignados en el Acta de
Barahona, establecen lo siguiente: (1)
para enero de 1992'se conformaría una
Unión Aduanera con una estructura es­
calonada, con niveles entre 5 y el 20%,
con algunas excepciones (algunos insu­
mos básicos sin arancel y los automóvi­
les con un arancel máximo del 40%); el
nivel máximo se reduciría al 15% en
1994; (2) debido a su aislamiento geo­
gráfico, Bolivia podría mantener su es­
tructura arancelaria actual, que tiene
dos niveles (5 y 10%); (3) Perú tendría
plazo hasta medi.ados de 1992 para
desmantelar su tista de excepciones (el
mismo tratamiento otorgado a Ecuador);
la lista residual sería eliminada por todos
los países, excepto Ecuador, en enero
de 1993; Ecuador podría hacerlo en for­
ma más gradual, hasta mediados. de
1994; (4) tanto los subsi,dios a la expor­
tación como a la producci&n que afectan
el comercio intrarregional serían elimi.
nados en enero de 1993, al tiempo que
se armonizarían los esquemas de incen­
tivos a las exportaciones; finalmente (5)
las negociaciones con terceros países
-incluidas aquellas que ya se habían
iniciado con México y ~hile, pero tam­
bién eventuales acuerdos con Merco­
sur- tendrían lugar en forma multilate­
ral; sin embargo, todos los p~ises po­
drían iniciar negociaciones bilaterales si
fuesen aprobadas por la Comisión del
Acuerdo de Cartagena.

Como en ocasiones' anteriores, ha
sido difícil ejecutar las decisiones presi­
denciales. De esta manera, pese a ne­
gociaciones intensas que tuvieron lugar
entre diciembre de 1991 y febrero de
1992, fue imposible llegar a un acuerdo

do -en especial, el comercio adminis­
trado- y consolidarían rápidamente el
objetivo, varias veces postergado, de
liberar totalmente el comercio al interior
del Grupo Andino y conformar una unión
aduanera. Con tal propósito, decidieron
que para 1993 culminaría la liberación
del comercio andino -excepto por pe­
queñas listas residuales de excepcio­
nes- entre los tres países más grandes
y para 1995 para Bolivia y Ecuador, que
en 1992 se definiría un arancel externo
común, el cual sería adoptado a más
tardar en 1997 por los tres países más
grandes y en 1999 por los dos más
pequeños, y que se revisarían los inope­
rantes programas industriales con el fin
de hacerlos más funcionales.

El proceso de integración andino ex­
perimentó una nueva aceleración en los
dos años siguientes. Así, reunidos en La
Paz, en noviembre de 1990, los presi­
dentes decidieron que la conformación
del área de libre comercio se adelantaría
a diciembre de 1991 para todos los
miembros y la Unión Aduanera a diciem­
bre de 1993 (dos años más tarde en los
casos de Bolivia y Ecuador). Aunque
Ecuador no aceptó entonces la acelera­
ción de los compromisos adquiridos en
Galápagos, lo hizo en la reunión presi­
dencial que tuvo lugar en mayo de 1991
en Caracas, solicitando, sin embargo,
un plazo de seis meses para culminar el
proceso de desgravación arancelaria
frente a los países miembros (es decir,
hasta julio de 1992).

Simultáneamente, Colombia comen­
zó a participar en procesos de negocia­
ción de convenios de libre comercio con
otros países latinoamericanos. En agos­
to de 1990, los presidentes de Colom­
bía, México y Venezuela acordaron
crear el "Grupo de los Tres", con el
propósito de conformar un área de libre
comercio para mediados de la década.
En 1991 comenzó a negociar, además,
con Chile una ampliación del acuerdo de
alcance parcial que tienen los dos pai­
ses en el marco de la Asociación Lati-

noamericana de Integración (ALADI), co­
mo paso previo a un acuerdo de libre
comercio. Con América Central, el pre­
sidente Gaviria ofreció conceder una se­
rie de preferencias arancelarias no recí­
procas, nuevamente como primer paso
en un proceso que debería culminar en
acuerdos más generales de liberación
comercial.

Aunque una serie de decisiones po­
líticas abrieron, así, rápidamente el paso
a acuerdos de integración ambiciosos,
la instrumentación ha sido generalmen­
te lenta. El acuerdo con México ha en­
frentado la mayor oposición del sector
privado del país, en razón de la estruc­
tura industrial más desarrollada que tie­
ne dicho país. De esta manera, las ne­
gociaciones se han venido prorrogando
sucesivamente y sólo se han reiniciado
en mayo de 1992, aunque nuevamente
con la oposición de segmentos impor­
tantes del sector privado. La lentitud de
las negociaciones con México ha reper­
cutido sobre aquellas que han tenido
lugar con Chile, pese a que la estructura
productiva del país austral es mucho
más complementaria con la colombiana
que la mexicana.

En el Grupo Andino, el gobierno na­
cional enfrentó una oposición severa
por parte de los sectores siderúrgico y
automotor a la aceleración de los com­
promisos de liberación. Ello llevó a un
acuerdo bilateral, suscrito por los presi­
dentes de los dos países en marzo de
1991, mediante el cualse estableció un
período de transición de tres años, duo
rante el cual la liberación estaría sujeta
a cuotas en el marco de acuerdos de
complementación industrial que nego­
ciarían los sectores privados de los dos
países. Este mecanismo de transición '
fue eliminado unilateralmente por el
nuevo ministro de Desarrollo a comien­
zos de 1992 para el sector automotor y
reducido a un año para el sector siderúr­
gico.

Fuera de ello, en las negociaciones
al interior del Grupo Andino se han en·

!rentado grandes obstáculos desde fi­
nes de 1991 en tres áreas: la definición
de un arancel común, la armonización
de los incentivos a las exportaciones y
las reglas para negociar acuerdos con
países no signatarios del Acuerdo de
Cartagena. En el primer caso, Colom­
bia, Ecuador, Venezuela y la Junta del
Acuerdo han defendido una estructura
arancelaria simple pero escalonada,
con cuatro niveles (5 a 20%), pero han"
existido díscrepancias notables entre la
estructura propuesta por COlof!lbia y Ve­
nezuela, por una parte,e, Ecuador, por
otra, en relación con los aranceles de los
bienes intermedios básicos. Por su par­
te, Bolivia y Perú han defeneJido la con"
veniencia de adoptar un arancel plano,
con un nivel relativamente bajo.

En lo relativo a incentivos a las expor­
taciones, ha habido un acuerdo sobre la
conveniencia de eliminar dichos incenti­
vos para el comercio int@rregional, pero
no así sobre su armonización frente a
terceros paises. Más aún, como contra­
partida a la eliminación de sus subsidios
a la exportación, Colombia ha demanda­
do que se eliminen los subsidios a la
producción que conceden otros países,
especialmente Venezuela en relación
con la electricidad, el mineral de hierro
los petroquímicos básicos, los insumo~
agropecuarios y las empresas públicas
a través de diferentes tipos de arreglo de
su deuda.

El tema de negociaciones con terce­
ros países ha sido particularmente agi­
tado, en razón de las iniciativas unilate­
rales que en tal sentido habían adoptado
C?lombia y México sin consultar a otros
miembros del Acuerdo de Cartagena.
En e~ta materia, Venezuela y, en menor
medIda Bolivia y Colombia, han sido los
abogados de cierta independencia de
I~s ~aíses para llevar a cabo sus nego­
CiaCiones, ya que consideran que un
esq~ema alternativo podría prolongar­
las Indefinidamente. Ecuador y Perú,
POr el contrario, han venido solicitando
una mayor disciplina multilateral y que
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Cuadro 8

IMPORTANCIA RELATIVA DE LA INVERSION EXTRANJERA DIRECTA

A. FLUJOS DE INVERSION EXTRANJERA COMO % DE AGREGADOS
MACROECONOMICOS

B. ACERVOS DE INVERSION EXTRANJERA COMO % DE AGREGADOS
MACROECONOMICOS. (Precios de 1975).

1970 1980 1990
-----

No petrolera como % del PIS 8.51 3.93 6.84
No minera, % del PIS 6.34 3.73 3.74
Inversión en industrial como % del PIS
industrial 27.61 12.41 13.58

C. COMPOSICION SECTORIAL DE LA INVERSION NO PETROLERA
(Millones de dólares y % de la inversión no petrolera)

1970 1980 1990

Agricultura 4.2 0.9% 11.2 1.1% 22.4 0.6%
Minería 8.9 2.0% 53.7 5.1% 1584.0 45.3%
Manufacturas 317.3 69.4% 749.8 70.7% 1485.3 42.4%
Tradicionales al 73.2 16.0% 166.6 15.7% 364.8 10.4%
Papel e imprenta 38.5 8.4% 83.0 7.8% 176.0 5.0%
Oufmicos 149.2 32.6% 289.0 27.2% 590.1 16.9%
Metales y
equípos 53.8 11.8% 204.2 19.2% 349.3 10.0%
Otras
manufacturas 2.6 0.6% 7.1 0.7% 5.1 0.1%
Comercio
y turismo 49.2 10.8% 96.3 9.1% 168.8 4.8%
Transporte
y comunicaciones 10.9 2.4% 32.1 3.0% 33.8 1.0%
Servicios
financieros 62.1 13.6% 110.1 10.4% 178.6 5.1%
Otros 4.3 1.0% 7.7 0.7% 27.3 0.8%

Total 457.0 100.0% 1061.0 100.0% 3500.1 100.0%

520
9.73
6.89
4.39

% de la inversión
industrial

0.38
3.14
1.53
1.18
6.80
5.64

% de la inversión
en capital fijo

%delPIB

0.06
0.54
0.29
0.22
1.32
1.09

1951·60
1961-70
1971-75
1976-80
1981·85
1986-90

dro 8, que indican que en 1970 la ¡nver­
sión extranjera representaba el equiva­
lente al 27.6% del valor agregado indus­
trial, si se mide a precios de 1975 (22.0%
a precios corrientes), y estaba concen­
trada en las industrias química, de papel
y de maquinaria y equipo.

Antes de 1967, las regulaciones so­
bre inversión extranjera fueron relativa­
mente laxas. Los principales determi­
nantes de la exigua inversión foránea
fueron, por lo tanto, el deficiente sistema
de concesiones petroleras, la tasa de
cambio discriminatoria y la tendencia a
la baja de los precios internacionales de
los hidrocarburos, y el tamaño reducido
del mercado doméstico para aquellos
sectores industriales en los cuales te­
nían mayor interés las compañías ex­
tranjeras. Como parte de la reforma glo­
bal del régimen de cambios internacio­
nales, el Decreto-Ley 444 de 1967 esta­
bleció por primera vez de manera firme
la obligación de las empresas extranje­
ras de solicitar la aprobación de sus
inversiones en el país y límites a la remi­
sión de utilidades (10% del capital inver­
tido, que fue elevado posteriormente al
14%). Las inversiones petroleras que­
daron exentas, sin embargo, del control
de cambios.

Las regulaciones a la inversión ex­
tranjera se hicieron más estrictas a partir
de la expedición, en diciembre de 1970,
de la Decisión 24 del Grupo Andino, que
fue incorporada en la legislación colom­
biana tres años más tarde. Esta decisión
mantuvo la autorización previa para to­
das las inversiones, pero elevó el límite
de remisión de utilidades al 20%. Aún
más importante, estableció que las nue­
vas empresas extranjeras que se esta­
blecieran en la subregión (definidas co­
mo empresas con capital extranjero su­
perior al 80%) deberían transformarse
gradualmente en mixtas (entre 50 y
80%) o nacionales (menos del 50%).

sobre el arancel externo común. En es­
tas condiciones, Colombia y Venezuela
decidieron, en marzo, adoptar un aran­
cel común acordado bilateralmente, in­
dependientemente de las propuestas de
otros países miembros del acuerdo. Las
negociaciones en torno a otros temas
polémicos no se han iniciado y segura­
mente enfrentarán a los dos países que
hasta ahora han mostrado una decisión
más firme de culminar el proceso de
integración andina. Este es, en particu­
lar, el caso del desmonte de los subsi­
dios a la producción, sobre los cuales
existe una profunda discrepancia por
parte de Venezuela. Aún la consolida­
ción del área de libre comercio está su­
jeta a enormes incertidumbres, como lo
refleja la decision unilateral de Perú de
declarar una salvaguardia generalizada
entre mediados de abril y de mayo del
presente año, y la larga tradición ecua­
toriana de postergar la instrumentación
interna de los acuerdos.

D. La apertura a la inversión extranjera

La inversión extranjera ha jugado un
papel muy subsidiario en el desarrollo
económico colombiano. Hasta los años
cuarenta, dicha inversión se concentró
fundamentalmente en actividades ex­
tractivas. Desde los años cincuenta se
ha concentrado crecientemente en acti­
vidades manufactureras, pero ha sido
en cualquier caso muy reducida. Sasa­
dos en los registros de balanza de pa­
gos y de cuentas nacionales, se puede
estimar que dicha inversión representó
apenas un 0.4% de la acumulación total
de capital fijo en Colombia en los años
cincuenta (menos del 0.1 % del PIS) y
todavía un modesto 3.1 % (0.5% del PIS)
en los años sesenta (Cuadro 8). Aun en
el sector industrial se estima que para
1969 sólo un 16% del acervo de capital
tenía origen extranjer048/

. Este estimati­
vo es consistente con los datos del Cua-

al Alimentos, bebidas, tabaco, textiles, confecciones, madera y sus productos y minerales no metálicos.

481 Serry (1983).
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Aunque las empresas ya establecidas
quedaron exentas de este requisito, se
estableció que no se beneficiarian de la
liberación comercial al interior del Grupo
Andino, a no ser que firmaran progra­
mas de transformación en empresas na­
cionales o mixtas.

Por otra parte, la Decisión 24 prohibió
o· restringió la inversión extranjera en
ciertas áreas, especialmente en el sec­
tor financiero, en los servicios públicos,
comunicaciones, publicidad y transpor­
te doméstico. Prohibió también que fir­
mas extranjeras adquirieran las accio­
nes que tuvieran los residentes naciona­
les en empresas ya existentes, excepto
en casos de bancarrota. Las regulacio­
nes domésticas fueron aún más restric­
tivas en tll caso colombiano, ya que se
limitó la inversión extranjera en la cons­
trucción de vivienda y en el transporte y
mercadeo internacionales.

En los años setenta, la contribución
de la inversión extranjera a la acumula­
ción de capital se redujo incluso en rela­
ción con los niveles ya modestos de la
década anterior. Como resultado de
ello, la relacióD entre la inversión acu­
mulada yel PIS disminuyó del 8.5 al
3.9%; para el sector industrial la caída
fue igualmente severa: del 27.6 al 12.4%
(Cuadro 8). Aunque las restricciones im­
plícitas en el Decreto 444 y en la Deci­
sión 24 sin duda tuvieron un efecto ad­
verso, esta tendencia tuvo igualmente
otras causas, en especial el freno al
proceso de sustitución de importaciones
que tuvo lugar desde mediados de los
años setenta491

Las ventajas de contar con normas
poco restrictivas para la inversión ex­
tranjera se hicieron patentes en el país
en el sector minero. En 1974, las normas
sobre inversión foránea en el sector ex­
perimentaron un cambio radical, que se

expresó en la eliminación del viejo me­
canismo de las concesiones y su susti­
tución por contratos de asociación, en
los cuales la firma extranjera tiene una
participación definida previamente en la
producción y tiene garantizado que ven­
derá su producción a precios internacio­
nales. Como resultado de esfe nuevo
esquema, las inversiones extranjeras
en la mineria experimentaron una verda­
dera bonanza en la década pasada, que
elevó la participación de la inversión ex­
tranjera en la inversion fija al 6.8% en
1980-1985 y al 5.6% en 1986-1990. Es­
ta bonanza se sustentó también en los
altos precios internacionales del petró­
leo durante los primeros años de su
instrumentación, por los hallazgos pe­
troleros de la década de los ochenta y
por las coinversiones estatales en el
caso del carbón.

El consenso en torno a los escasos
beneficios que había tenido el giro hacia
una política restrictiva a fines de los
años sesenta, conjuntamente con los
beneficios que podría tener la inversión
extranjera en una economia más abier·
ta, condujo a cambios de fondos en la
legislación correspondiente a partir de
1987. En aquel año, el Grupo Andino
aprobó la Decision 220 que devolvió a
los paises la autonomia en el manejo de
varios temas relativos a la inversión ex­
tranjera, aunque mantuvo las normas
restrictivas en algunas áreas, especial­
mente la exclusión de las empresas ex­
tranjeras de los beneficios de la libera­
ción comercial intra-subregional. En uso
de las nuevas normas andinas, la Admi­
nistración Barco liberalizó ligeramente
las normas correspondientes. Asi, elimi­
nó la obligación de las nuevas empresas
foráneas de transformarse en mixtas o
nacionales, permitió que adquirieran ac­
ciones poseídas por nacionales, eliminó
algunas restricciones sectoriales y ele-

vó al 25% el límite de remisión de utili­
dades. En los años siguientes, la admi­
nistración promovió nuevas normas que
permitieron la operación en el pais de
fondos institucionales con capital forá­
neo y presentó las primeras propuestas
para eliminar las restricciones a la inver­
sión extranjera en el sector financiero.

Los cambios más importantes en la
legislación sobre inversión extranjera se
introdujeron, sin embargo, en 1990 y
1991, en la Administración Gaviria. Ba­
sado en una propuesta gubernamental,
en diciembre de 1990 el Congreso auto­
rizó finalmente a los inversionistas ex­
tranjeros a adquirir hasta el 100% del
capital de las entidades financieras. Por
otra parte una serie de decisiones del
CON PES501 establecieron los principios
de igualdad de trato a los inversionistas
extranjeros y eliminaron la mayor parte
de las restricciones sectoriales, dejando
únicamente prohibida la inversión en las
áreas de defensa nacional y desechos
tóxicos. Se eliminaron, además, las au­
torizaciones previas, excepto para pe­
tróleo, servicios públicos, telecomunica­
ciones, sector financiero (donde los in­
versionistas nacionales deben también
solicitar la autorización de la Superinten­
dencia Bancaria) y grandes inversiones
mineras (superiores a US$ 100 millo­
nes).

Por otra parte, se hizo extensivo el
registro automático y se permitieron
nuevas modalidades de fondos extran­
jeros, pero se mantuvieron algunas limi­
taciones al tipo de papeles en los cuales
pueden invertir sus recursos. El límite a
la remisión de utilidades se elevó al
100% en enero de 1991 y posteriormen­
te se eliminó en octubre. Los beneficios
camblarios para las inversiones petrole­
ras se hicieron extensivos en este último

mes al gas natural y al carbón. Por otra
parte, en marzo de 1991, la Decisión
291 del Grupo Andino hizo extensivas a
las firmas extranjeras las ventajas de la
liberación comercial. En diciembre, el
gobierno aprobó la creación de un ente
mixto (público-privado) de promoción de
la inversión extranjera. Finalmente, en
marzo de 1992, inició conversaciones
con los Estados Unidos dirigidas a la
suscripción de un acuerdo bilateral de
inversiones y aprobó la suscripción del
convenio para solución de conflictos so­
bre inversión extranjera (ICSID). que hace
parte del grupo del Banco Mundial.

Curiosamente, las mismas decisio­
nes que liberalizaron considerablemen­
te las normas sobre inversión extranje­
ra, mantuvieron restricciones importan­
tes a la inversión colombiana en el exte­
rior. Esto resulta un contrasentido, ya
que la internacionalización de la econo­
mia 'bolombiana exige también un flujo
importante de capitales hacia afuera.
Asi, en enero de 1991 se mantuvieron
las autorizaciones previas para todas
las inversiones colombianas en el exte­
rior. Estas sólo se eliminaron para inver­
siones inferiores a US$ 200.000 en oc­
tubre e inferiores a US$ 500.000 a partir
de diciembre.

Aunque las nuevas normas han crea­
do un clima favorable a la inversión.ex­
tranjera, conviene recórdar que ella tie­
ne múltiples determinantes, tanto eco­
nómicos como políticos, que la afecta­
rán adversamente en los próximos
años. Entre los primeros conviene resal­
tar la alta concentración accionaría ca­
racteristica del sector privado y el campo
limitado y la oposición política a un pro­
grama ambicioso de privatización, que
reduce considerablemente el campo de
acción a los fondos institucionales de

49/ Ocampo (1992b).
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SOl Departamento Nacional de Planeación -CONPES, "Nuevo estatuto de inversiones inter­
nacionales", enero de 1991; "Ajustes al estatuto de inversiones internacionales", octubre de
1991; "Promoción de inversión extranjera", diciembre de 1991; Y"Mecanismos internacionales
para ellomento de la inversión extranjera en Colombia". marzo de 1992.
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inverslon. Conviene también recordar
que la apertura tendrá efectos adversos
sobre algunos sectores industriales
donde se han concentrado tradicional­
mente las inversiones en el país. Entre
los beneficios más importantes, convie­
ne resaltar la realidad del mercado co­
lombo-venezolano, que no sólo puede
incentivar inversiones de terceros paí­
ses que quieran beneficiarse de dicho
mercado, sino también -quizás espe­
cialmente- flujos bilaterales cuantio­
sos, como se ha hecho evidente desde
1991.

E. Los temas de negociación con los
Estados Unidos

Las negociaciones con los Estados
Unidos sobre asuntos económicos han
tenido lugar en los últimos años en dos
escenarios diferentes. El primero ha si­
do el GAn. Estados Unidos ha atribuido
una gran importancia a la participación
del país en la Ronda Uruguay. El segun·
do ha sido el bilateral, donde las nego­
ciaciones han estado fuertemente in­
fluenciadas por cuatro temas: (1) el nar·
cotráfico; (2) la propiedad intelectual; (3)
el pacto cafetero; y (4) la protección
norteamericana a sectores "sensibles"
de alto interés para el país, tanto a través
de mecanismos arancelarios como pa­
ra-arancelarios.

En el primero de estos casos, Colom­
bia ha dejado en claro que la liberación
del comercio agrícola mundial y el acce­
so de los productos tropicales a los mer­
cados de los países desarrollados re­
presentan los objetivos básicos del país
en las negociaciones. Como aporte a
estas últimas ha ofrecido consolidar
prácticamente todo el arancel en niveles
del 25 y 40%, ha hecho ofertas impor­
tantes en el área de servicios (especial­
mente en el caso de servicios financie­
ros), ha manifestado su intención de

firmar la mayor parte de los códigos del
GATT (en julio de 1990 firmó el Código
de Subsidios) y su deseo de someterse
a la mayor disciplina multilateral en
áreas tales como propiedad intelectual
y uso de restricciones cuantitativas por
razones de balanza de pagos. Dados
los frustrantes resultados en materia de
liberación agrícola y la significativa ero­
sión de las ventajas con las cuales con­
taban los países en desarrollo en el mar­
co del GATT, no es evidente cuáles
serán las verdaderas contrapartidas de
la mayor disciplina que asumirá el país
en caso de que culminen finalmente las
negociaciones51/.

Como en el caso de otros paises en
desarrollo, Estados Unidos ha centrado
su atención en las negociaciones bilate­
rales con Colombia en el tema de la
propiedad intelectual. El asunto más po­
lémico ha sido la Decisión 85 del Grupo
Andino, firmada en 1974, que estableció
varias restricciones importantes en este
campo. La presión norteamericana so­
bre Colombia y otros países de la subre­
gión condujo finalmente a la adopción
de la Decisión 311 en noviembre de
1991, en la cual, sin embargo, se man­
tuvieron algunas normas que los Esta­
dos Unidos consideran restrictivas, es­
pecialmente aquellas dirigidas a evitar
el abuso del poder que confiere la pro­
piedad de las patentes.

La Decisión 311 hizo patentables en
la subregión los alimentos, las bebidas,
los productos químicos y los farmacéu­
ticos no esenciales (después de un pe­
ríodo de transición en este último caso).
sectores en los cuales la Decisión 85 no
concedía dicho derecho. Sin embargo,
no otorgó derechos retroactivos en esta
materia. El período de protección se ele­
vó de lOa 15 años, que se puede ex­
tender a 20 si hay producción subregio-

nal, con lo cual se alcanza el término
que los Estados Unidos consideran ade­
cuado. La protección a las marcas tam­
bién se mejoró, para alcanzar patrones
internacionales.

Sin embargo, en contra de las aspi­
raciones norteamericanas, no se autori­
zó la concesión de monopolios de im­
portación a los dueños de las patentes
y se mantuvo la obligación de usar efec­
tivamente estas últimas como requisito
para el mantenimiento de los derechos,
aunque ampliado el concepto de uso
para que comprenda la comercializa­
ción y no sólo la producción del bien en
cuestión. Se mantuvieron, además, di­
versas condiciones según las cuales el
Estado puede conceder la patente para
uso de un tercero sin autorización del
propietario de ella ("patentes obligato­
rias"): el uso inadecuado de los dere­
chos, el abuso del poder de monopolio,
la necesidad de usar la patente para
generar nuevos productos, el interés pú­
blico y la seguridad nacional. Finalmen­
te se determinó que la biotecnología y
las variedades vegetales estarían suje­
tas a un tipo de protección que se deter­
minaría posteriormente y que podría no
ser la patente.

La inconformidad de los Estados Uni­
dos con la Decisión 311 llevó a ese país
a presionar a distintos gobiernos de la
subregión, incluido Colombia, para que
no la firmaran. Aunque estas expectati­
vas no se cumplieron, los presidentes
andinos consagraron en el Acta de Ba­
rahona, en diciembre de 1991, el princi·
pio según el cual los paises podrían
acrecentar en su legislación nacional los
beneficios que concedió la Decisión
311. Así las cosas, el gobierno nortea­
mericano tuvo finalmente un éxito rotun­
do, ya que derrotó el multilateralismo
andino que ha caracterizado la normati­
vidad sobre propiedad intelectual y pue-

de ahora ejercitar su poder bilateral con
mayor éxito con aquellos países que
están dispuestos a hacer mayores con·
cesiones en esta área. El gobierno co­
lombiano ha anunciado, en efecto, que
promoverá una legislación nacional más
acorde con los principios defendidos
ampliamente por los Estados Unidos.
De hecho, el estatuto sobre la materia
aprobado en principio por el GATI cons­
tituye una aproximación adicional en tal
sentido y se convertirá en legislación
nacional sí la Ronda Uruguay culmina.

Por el lado colombiano. las presiones
sobre los Estados Unidos han estado
concentradas en tres temas importan­
tes: el apoyo al pacto cafetero, el otor­
gamiento de concesiones comerciales
en reciprocidad a los esfuerzos del país
para combatir el narcotráfico y la elimi­
nación de una gran cantidad de restric­
ciones no arancelarias para las exporta­
ciones colombianas a los Estados Uni­
dos. Sobre ::;' ~r¡mero de estos temas,
conviene recordar que la falta de apoyo
norteamericano fue decisiva para el co­
lapso del Acuerdo Internacional del Ca­
fé en julio de 1989. A partir de la guerra
contra el narcotráfico que se desató des­
pués del asesinato de Luis Carlos Galán
el mes siguiente, los Estados Unidos
cambiaron su posición y han defendido
(a veces en forma tímida), la convenien­
cia de suscribir un nuevo pacto de cuo­
tas, sujeto en cualquier caso a que su­
peren los problemas principales del
acuerdo anterior (el mercado dual y la
inelasticidad de las ofertas de algunos
cafés de calidad).

En la segunda de estas áreas, el
presidente Bush propuso una revisión
acelerada del Sistema Generalizado de
Preferencias (SGP) para los países an­
dinos en noviembre de 1989, que con­
dujo a mayores avances si se compara
con revisiones anteriores52/. La impor-

511 Para un balance global de la Ronda Uruguay desde el punto de vista de los paises en desarrollo,
véanse UNCTAD (1991 y 1992) Y Ocampo (1992c).
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521 De los 93 items para los cuales Colombia solicitó su inclusión en el SGP, 35 fueron aceptados
a partir de agosto de 1990. Entre 1978 y 1989, Colombia había hecho solicitudes para 170
ítems, de los cuales sólo 25 habían sido aceptadas.
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portante de las exportaciones colombia­
nas a los Estados Unidos,

El ATPA garantiza, por otra parte, que
los beneficios actuales del SGP se man­
tendrán más allá de 1993 (cuando dicho
sistema debe ser aprobado nuevamen­
te por el Congreso norteamericano) y
sus beneficios no se eliminan cuando
las importaciones provenientes de Co­
lombia alcanzan penetraciones impor­
tantes en el mercado norteamericano
(las llamadas "cláusulas de graduación"
del SGp). Para el uso de las cláusulas de
salvaguardia que establece la iniciativa,
es necesario que se demuestre causali­
dad entre el daño causado a los produc­
tores de Estados Unidos y el beneficio
arancelario que se ha otorgado a Co­
lombia. Las normas de origen son tam­
bién favorables, ya que son relativamen­
te bajas (35%) Ypermiten cumplirlas con
productos provenientes de los países
beneficiarios del CBI y (hasta 15 de los
35 puntos) con productos norteamerica­
nos. Por el contrario, su periodo de du­
ración, de diez años, no es ilimitado,
como en el caso del CBI y no se hicieron
extensivos al nuevo acuerdo algunos de
los beneficios de la Iniciativa del Caribe.

Más allá de ello, el ATPA no ataca las
dos áreas más complejas, donde los
Estados Unidos concentran sus instru­
mentos de protección: los "sectores
sensitivos" y las barreras para-arancela­
rias. Ya hemos señalado que la Iniciati­
va Andina excluyó los sectores de texti­
les, confecciones y zapatos y sólo otor­
gó un pequeño margen de protección
para otras manufacturas de cuero. En

tancia cuantitativa de estas concesio­
nes es, sin embargo, reducida (Cuadro
9). La propuesta más importante ha si­
do, por lo tanto, la Iniciativa Andina
(ATPA) presentada al Congreso en octu­
bre de 1990 y aprobada en noviembre
de 1991.

El ATPA extendió los beneficios bási­
cos de la Iniciativa del Caribe (CBI) a los
países andinos, (excluida Venezuela),
con algunas excepciones53/. Dada la
alta proporción de las exportaciones co­
lombianas que ya entraban a los Esta­
dos Unidos libres de gravámenes, ya
sea porque tenían un arancel nulo para
todos los países (café y bananos, por
ejemplo) o por el SGP, y la exclusión de
los sectores considerados "sensibles"
en los Estados Unidos (textiles, confec­
ciones y calzado), los beneficios aran­
celarios adicionales del ATPA no son
cuantiosos. Según lo indica el Cuadro 9,
se concentran funda;';";~;';:dlmente en las
flores y, aun si se incluyen algunos pro­
ductos de cuero para los cuales sólo se
concedió una reducción arancelaria del
20%, cubren apenas el 7.4% de las ex­
portaciones colombianas a los Estados
Unidos (13.4% de las exportaciones no
petroleras), una cuantía similar al SGP.
Sin embargo, incrementa al 87% la pro­
porción de exportaciones no petroleras
que entran a Estados Unidos sin aran­
cel. De acuerdo con ejercicios de simu­
lación realizados por el gobierno colom­
biano, los beneficios del ATPA se refleja­
rán en exportaciones adicionales por
US$40 millones en 1992, con un efecto
sobre el PIS del pais ligeramente inferior
al 0.1 %54

/. En términos dinámicos, sin
embargo, las concesiones otorgadas
pueden generar una diversificación im-
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531 Ministerio de Desarrollo, "Análisis preliminar de la ley de comercio preferencial de los Estados
Unidos para el área andina", octubre de 1990; PROEXPO, Olicina de Washington, "Draft
aide-memoire on the Andean Trade Preference Act of 1990", noviembre de 1990; Ministerio de
Desarrollo y Departamento Nacional de Planeación, "Análisis del impacto sobre la economía
colombiana del proyecto de ley de comercio preferencial para el área andina", septiembre de
1991.

54/ Ministerio de Desarrollo y Departamento Nacional de Planeación, op. cit.



Cuadro 10

EXPORTACIONES DE COLOMBIA A ESTADOS UNIDOS SUJETAS
A BARRERAS NO ARANCELARIAS

(Millones de dólares)

FUENTE: Estimativos propios con base en datos de exponaciones del DANE.

Proporción
sujetas a

barreras

52.5%

58.2%

56.9%

90.5%

16.5%

Exponaciones
sujetas a

barreras no
arancelarias

1996

555.7

187.9

168.2

555.7

355.4

187.2

355.4

Grupo 3

Dumping y
Derechos
compen­

salorios

sibles siguen siendo, aun en el nuevo
contexto creado por el ATPA. los temas
centrales de las negociaciones desde el
punto de vista colombiano.

86.3

738

12.5

86.3

Grupo 2
Conlroles

sanitarios y
ecológicos

Grupo 1

Cuotas

114.1

114.1

114.1

Exponaciones
Totales

Agricultura

ypesca 342.9
Minería 196
Alimentos, bebidas
ytabaco 207.6

Textiles,
conlecciones
ycuero 285.6
Otras manufacturas 193.0

Sin dasificar 10.7

Café verde 259.1
Mineras al 1686.4

su gobierno para que proteja sus secto­
res contra las exportaciones colombia­
na han sido menos severas, Sin embar­
go, este tema, al igual que la falta de
preferencia para los sectores más sen-

EXPORTACIONES
MENORES 1059.4

TRADICIONALES 1945.6

EXPORTACIONES
TOTAlES 3005.0

8/ Petróleo.Iuel-oil, carbón y lerronique!.

Las solicitudes de Colombia en rela­
ción con barreras no arancelarias han
tenido alguna audiencia en Estados Uni­
dos en los últimos años y la presión de
los productores norteamericanos sobre

Como lo indica el Cuadro 10, en 1990
eI18.5% de las exportaciones colombia­
nas a los Estados estaban sujetas a
barreras no arancelarias. Sin embargo,
más de la mitad de las exportaciones
menores están sujetas a dichas restric·
ciones. Los productos con mayores res­
tricciones son los agrícolas (especial­
mente flores), alimentos procesados
(azúcar y camarones), textiles, confec­
ciones y manufacturas de cuero. En tér­
minos de valor, las mayores restriccio­
nes están asociadas a las normas anti­
dumping y de derechos compensato·
rios. Esto no es ninguna sorpresa, ya
que éste ha sido el tema más arduo en
las negociaciones bilaterales por mu­
chos años. Los exportadores colombia­
nos de flores, textiles, confecciones y de
manufacturas de cuero han firmado en
el pasado con las autoridades nortea­
mericanas acuerdos de suspensión de
los incentivos a las exportaciones. Por
otra parte, para que la prueba de perjui­
cio fuera incluida en los procesos de
determinación de daño en los procesos
relacionados con derechos compensa­
torios, el país firmó en julio de 1990 el
Código de Subsidios del GAn, compro­
metiéndose entonces a reducir gradual­
mente dichos incentivos hasta alcanzar
un monto compatible con la mera devo­
lución de impuestos indirectos.

nes de flores, textiles, confecciones y
manufacturas de cuero. Fuera de estas
barreras, los productos colombianos es­
tán sujetos a procesos especiales de
revisión asociados al control del narco­
tráfico.

relación con el segundo de estos temas,
un estudio reciente de la UNCTAD55!
encontró que, en 1986, el 29.4% de las
exportaciones colombianas a los Esta­
dos Unidos estuvieron afectadas por ba­
rreras no arancelarias, una proporción
muy superior a la de las ventas externas
del país a la Comunidad Económica Eu­
ropea y Japón (9.7 y 2.2%, respectiva­
mente).

Un cálculo alternativo de la importan­
cia de las barreras no arancelarias en
las exportaciones de Colombia a los
Estados Unidos se presenta en el Cua­
dro 10. En dicho cuadro se detallan tres
tipos de barreras a las cuales los pro­
ductos colombianos están o han estado
sujetos en los últimos años. La primera
es la cuota azucarera. Las exportacio­
nes de textiles del país estuvieron tam­
bién sujetas a cuotas en el marco del
acuerdo multifibras r.?~t~ í986. La ma­
yor parte de estas restricciones se elimi­
naron en 1986 y la totalidad en 1990. A
comienzos de 1992 se restablecieron,
sin embargo, para unos pocos produc­
tos para los cuales las exportaciones
colombianas han venido creciendo rápi­
damente en los últimos años. Estas nue­
vas cuotas no son muy restrictivas en el
corto plazo y, por ello, no están contabi·
lizadas en el cuadro.

El segundo tipo son los controles sao
nitarios y ecológicos de todo tipo. Inclu·
yen los controles fitosanitarios para fru­
tas y vegetales frescos (excepto bana­
no), los controles de aftosa para la car­
ne, los ecológicos para camarones y
atún, y los biosanitarios para alimentos
procesados. El tercer tipo de restriccio­
nes está asociado a las normas anti­
dumping y de derechos compensato­
rios, que en los últimos años han afec­
tado de alguna manera las exportacio-

55/ Goncalves y de Castro (1989).
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